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1 Introducción 

El presente trabajo tiene como objetivo rector del desarrollo de la investigación hacer un estudio 

de cómo se han dado los procesos de reparación de las víctimas y cuáles han sido las estrategias 

utilizadas, acorde con lo dispuesto en la Ley 975 de 2005 y la Ley 1448 de 2011, específicamente, 

con relación a la reparación colectiva de la Asociación de Trabajadores Campesinos del Carare 

(ATCC) en el departamento de Santander. En el estudio se halla que la asociación no ve 

satisfactoria la implementación de la política pública del Estado colombiano para la reparación de 

las víctimas, debido a la falta de articulación entre los diferentes actores. Por tal razón, cobra 

relevancia el estudio y en ello halla justificación, al analizar un caso como el de la ATCC, la cual 

se configura como una de las organizaciones que principia en el país la lucha por la restitución de 

los derechos colectivos, un caso donde es posible analizar tanto las estrategias aplicadas como las 

fallas en el proceso de implementación de la política. 

Así, se da inicio al primer capítulo con el desarrollo de la investigación. Donde se presenta la 

problemática objeto de estudio en el contexto colombiano, y se evidencia que las metas propuestas 

para una eficaz y efectiva reparación colectiva no se han alcanzado; también se expone brevemente 

cómo ha sido el proceso de reparación llevado a cabo en el marco de otros conflictos armados de 

la región latinoamericana, en países como Guatemala y Perú; y en el marco nacional, en zonas 

como Puerto Bello, San Carlos, entre otros.  

En el segundo apartado se hace una presentación del marco conceptual y normativo de la 

investigación. En primer lugar se explica cómo se ha dado el surgimiento de los movimientos 

sociales y, de acuerdo con la literatura, cuáles son los factores de cohesión e identidad social de 

estos movimientos; asimismo, se explican diversos conceptos que son importantes para identificar 

a quiénes se les atribuye la condición de víctimas, que han sufrido daños y a las cuales les han sido 

vulnerados sus derechos, y por lo tanto son sujetos de reparación integral colectiva e individual, 

por medio de mecanismos como las políticas públicas que se elaboran e implementan para la 

reivindicación de los derechos vulnerados con ocasión del conflicto armado colombiano. 

Finalmente, se enumeran los entes encargados de acciones como la formulación, implementación, 

seguimiento y evaluación del Programa de Reparación Colectiva a las víctimas. 
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Posteriormente, se expone la metodología de trabajo en el tercer capítulo. Para lo cual, 

inicialmente se realizó una revisión de la literatura relacionada —como se ha referido— con el 

objetivo de elucidar los conceptos relacionados con la temática de la reparación colectiva a las 

víctimas de los conflictos armados internos, y cómo se ha llevado a cabo este proceso en la región 

(mediante la revisión de documentación de las instituciones gubernamentales y la ATCC) y en el 

marco de otros conflictos. Asimismo, se utilizó una metodología de tipo cualitativa, donde se 

realizó un grupo focal de víctimas (reconocidas por la UARIV y partícipes del proceso de 

reparación) , miembros y voceros de la ATCC, con la finalidad de conocer cuáles son las 

percepciones que se tienen sobre la implementación efectuada por el Estado colombiano de la 

política pública de reparación a las víctimas del conflicto armado, y así identificar el grado de 

compresión y alcance de dicha política. A partir de ello se compararon las comunicaciones 

obtenidas en las entrevistas semiestructuradas y se realizó el análisis de la eficiencia del proceso 

de reparación colectiva en la ATCC.  

Por último, en el cuarto apartado se da paso a la presentación de los resultados obtenidos. Como 

primera instancia se hace un breve recuento histórico del surgimiento de la región del Carare y se 

profundiza en cómo se dio el conflicto armado en la zona de influencia de la ATCC, así como de 

los daños colectivos reconocidos por la CNRR que les fueron causados por los grupos al margen 

de la ley (quienes tomaron el territorio y asumieron el liderazgo y el poder sobre los pobladores) 

y el mismo Estado que no cumplió con su rol de garante de derechos (dado que también, como 

actor del conflicto al hacer presencia en la zona vulneró los derechos de los campesinos y los 

pobladores), hechos que son narrados por los mismos participantes. En este contexto, también se 

explicará el surgimiento de la resistencia civil no violenta de los campesinos, quienes se organizan 

en pro de la defensa de sus derechos, y para adoptar estrategias que les permitieran establecer 

diálogos para resistir y dar resolución a los conflictos. 

Con base en las Ley 975 de 2005, la CNRR definió las rutas para buscar la reparación colectiva 

integral de los miembros de la ATCC, y trabajó coordinadamente con la asociación para la 

reconstrucción del proyecto de vida colectivo que se vio afectado de diversas maneras a causa del 

conflicto. Con base en las comunicaciones se evidenció que la propuesta de reparación colectiva 
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tuvo que ser replanteada en varias ocasiones debido a que no eran factible las acciones a seguir, y 

a que no se contó con capacitación para aplicar las medidas. Asimismo, se encontró que varias 

instituciones se articularon con la ATCC para garantizarle a la comunidad los mínimos vitales.  

También, con base en las comunicaciones se evidenciaron fallas en el proceso transicional de 

la responsabilidad de la reparación colectiva que tenía la Comisión Nacional de Reparación y que, 

posteriormente, con la entrada en vigencia de la Ley 1448 de 2011 pasa a ser responsabilidad de 

la Unidad Nacional de Atención Integral de Víctimas; donde hubo regresiones en los avances que 

se habían logrado en ese sentido al no continuar con el trabajo de la comisión. Igualmente, se dio 

cumplimiento a los objetivos que se plantearon en el marco de esta investigación al evidenciar las 

fallas y fortalezas en la implementación de la reparación colectiva por parte de las entidades que 

llevan a cabo acciones en pro de los beneficios de la asociación, estableciéndose finalmente los 

aspectos que  deben tenerse en cuenta para que exista una reparación colectiva a la ATCC de 

manera integral y eficaz de acuerdo a la Ley 1448 de 2011. 
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2 Planteamiento del problema  

El ordenamiento jurídico colombiano y la Comisión Interamericana de Derechos Humanos 

(CIDH) han establecido que las víctimas del conflicto armado son aquellas que han sufrido un 

daño como consecuencia de las violaciones a los derechos humanos y al Derecho Internacional 

Humanitario (DIH) (ONU, 2009). Actualmente, de acuerdo con las cifras del Registro Único de 

Víctimas (RUV), casi ocho millones y medio de personas han manifestado su condición de 

víctimas en Colombia, de las cuales casi 350 000 han sido reconocidas mediante sentencia, e 

incorporadas en cumplimiento a la Sentencia 280 de 2013 y auto 119 de 2013, donde se articula la 

expresión “ocurridas con ocasión del conflicto armado” contenida en el artículo 3 de la Ley 1448 

de 2011, conocida también como la Ley de Víctimas.  

Aunado a lo anterior, el RUV ha establecido que en el departamento de Santander existen 155 

770 víctimas del conflicto armado, de las cuales 2 975 han sido incluidas en el cumplimiento de la 

sentencia, incorporadas mediante Sentencia 280 de 2013 y auto 119 de 2013. Estos son dos 

instrumentos normativos relevantes que permiten determinar las medidas de atención, asistencia y 

reparación para las víctimas (RUV, 2017). No obstante, es evidente que no se tiene una ejecución 

eficaz de la política pública de reparación a las víctimas del conflicto armado, lo cual ha trae 

consigo un rezago en el reconocimiento y la reparación de estas. De acuerdo con el reporte del 

RUV, se estimaría que menos del 10 % de las víctimas actualmente son favorecidas por algún tipo 

de reparación por sentencia judicial (RUV, s.f.).    

Al amparo del artículo 49 de la Ley 975 de 2005 y la Ley 1448 de 2011 se encuentran las 

víctimas de la ATCC. Esta organización fue fundada el 27 de mayo de 1987 y está compuesta por 

36 Juntas de Acción Comunal y 14 organizaciones de base (Centro de Memoria Histórica, 2014), 

conformada por 650 socios que se ubican en cinco municipios del departamento de Santander, 

estos son, El Peñón, Sucre, Bolívar, Cimitarra, La Belleza y Landázuri, que durante décadas fueron 

objeto de disputa y donde hubo presencia de guerrillas y grupos paramilitares, quienes contendían 

por el control territorial y el poder sobre los cultivos ilícitos de la zona (CNRR, 2011). 
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Figura 1. Mapa zona de influencia de la ATCC 

Fuente: elaboración propia con base en información suministrada por la ATCC y (Hernández, 

2012)  

Acorde con los objetivos planteados en las medidas de reparación colectiva contempladas en el 

artículo 49 de la Ley 975 de 2005, se dio inicio al diseño del Plan de Reparación Colectiva en el 

año 2005. Asimismo, en respuesta a los requerimientos manifestados por la ATCC de reparar 

daños y perjuicios causados a las 613 víctimas civiles registradas en la base de datos del CNMH y 

al colectivo, como la violación de los derechos a la libre organización, a la vida, a la libre 
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movilización, al territorio, a la paz y al buen nombre; así como también los hechos cometidos de 

difamación, asesinatos, desplazamiento forzado, desaparición de campesinos, entre otros (Centro 

de Memoria Histórica, 2011). 

En esta primera etapa y mediante un proceso piloto se lograron consolidar las iniciativas y la 

descripción de las actividades previstas para la reparación colectiva. En ese contexto, la Comisión 

Nacional de Reparación y Reconciliación brinda acompañamiento desde el año 2005 y ha 

establecido el Plan de Reparación, el cual fue aprobado por el Gobierno Nacional para su puesta 

en marcha y cuya implementación es efectuada hasta la fecha (Centro de Memoria Histórica, 

2011). Sin embargo, es poco lo que se ha logrado, dado que no existe una debida articulación entre 

las diferentes instituciones estatales —como las alcaldías de los municipios que componen la 

ATCC, el departamento de Santander, los ministerios, el Departamento de Planeación Nacional, 

la Fiscalía, la Defensoría del Pueblo, el Servicio Nacional de Aprendizaje (SENA) y el Instituto 

Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF)— con la comunidad. 

Al respecto, los miembros de la ATCC se han mostrado insatisfechos. Los campesinos señalan 

que son pocas las acciones que se han realizado en un plazo bastante largo, y, en ese sentido, 

esperan que el Gobierno Nacional formule proyectos que realmente permitan la reparación a las 

víctimas del conflicto armado, y a su vez poder superar los niveles de pobreza que tiene la 

comunidad (Verdad Abierta, 2016).  

A esta problemática se suma que a la Ley 1448 de 2011 le quedan menos de dos años de 

vigencia, y de los 669 sujetos reconocidos a nivel nacional, solo para 14 personas ha sido aprobado 

el Plan de Reparación, y únicamente seis de estas han terminado las medidas de reparación 

colectiva (El Tiempo, 2019). De igual modo, la Contraloría General, la Procuraduría, la Defensoría 

y la Mesa Nacional de Participación de Víctimas han presentado un informe donde señalaron lo 

siguiente: 

En junio del 2021– no se va a alcanzar a reparar a todas las víctimas que tienen derecho. Si 

se cumple lo que se propuso el actual gobierno, más lo que se logró en el pasado, se llegará 

a indemnizar solo a un 20 por ciento (sic). (El Tiempo, 2019, párr.6) 
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Finalmente, cabe concluir la presentación de esta problemática con lo afirmado por Gil (2017), 

a saber, que la mayoría de los Programas Institucionales de Reparación Colectiva (PIRC) no son 

más que listas de deseos imposibles de cumplir. Puesto que, aunque se estableció una ruta a seguir, 

los PIRC se han convertido en planes de desarrollo de alto costo, dado que al momento de crearlos 

no se realizó una evaluación previa de los costos —que tendría su implementación— acorde a los 

recursos disponibles del Estado.  

Con base en la información expuesta en este apartado, y dada la notable debilidad que presenta 

el proceso de reparación de víctimas, en este trabajo se indagará y analizará el proceso de 

implementación de la Política de Reparación Colectiva para las víctimas de la ATCC del 

departamento de Santander.  

3 Pregunta de investigación  

¿Cómo puede fortalecerse el proceso de reparación colectiva de la ATCC, en aras de 

incrementar su grado de satisfacción frente a la reparación implementada por el Estado? 

4 Justificación 

La presente investigación halla interés en realizar un estudio analítico y crítico de la 

implementación de la Política Pública de Reparación Colectiva para la ATCC, según los 

parámetros de la Ley 975 de 2005. Toda vez que el tema de reparación colectiva para las víctimas 

del conflicto armado encuentra matices de discusión entre los diferentes autores, y más aún en los 

grupos focales que se han llevado a cabo.  

Para situar el interés por la implementación de la política pública en la ATCC del departamento 

de Santander, cabe anotar que esta fue una de las primeras organizaciones que marcaron un punto 

de partida transcendental en pro de la resistencia civil, la libertad y la protección de los derechos 

fundamentales. De ahí que una investigación de este tipo, cuyo objeto de estudio tenga estas 

características, permita conocer la eficacia que tienen las estrategias y las directrices utilizadas por 

el Gobierno Nacional, los entes departamentales y municipales, y el resto de actores para reparar 
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el daño colectivo de manera integral, y, asimismo, conocer el grado de satisfacción de la 

implementación del proceso de reparación a las víctimas de la ATCC.  

Además, es importante mencionar, que el estudio puede contribuir con recomendaciones que 

permitan optimizar la implementación de la Política Pública de Reparación Colectiva. De lo cual 

serían beneficiarios tanto la ATCC como las instituciones gubernamentales, toda vez que de ser 

incorporadas las sugerencias que se exponen, ello podría incrementar la satisfacción de las 

víctimas de la ATCC por la implementación del proceso de reparación referido. 

Finalmente, la investigación tendría como valor agregado y novedoso su propósito de 

problematizar la viabilidad y sostenibilidad de la reparación colectiva integral en grupos que 

siguen como modelo estratégico a la Asociación de Trabajadores Campesinas del Carare, o que 

actualmente son reparados bajo la Ley 975 de 2005 y la Ley 1448 de 2011. Lo anterior, sin perder 

de vista los intereses y las pretensiones gubernamentales, sino en atención al hecho de cómo se 

interpretan aspectos como la afectación de tipo colectivo, psicosocial, socioeconómica y cultural 

de las víctimas. 

5 Antecedentes  

Desde los años 60, en América Latina y el Caribe se han presentado episodios continuos de 

conflictos armados internos, como fruto de la aparición de insurgencias. Ello no solo se debe a la 

influencia de enfrentamientos como la Guerra Fría, o por extensión de la Revolución Cubana, sino 

por las realidades de violencia estructural y cultural que, indistintamente, como propone Muller 

(1998), abonaron la aparición de luchas entre dictaduras militares y grupos insurgentes (Linz, 

1987).  

Así, acontecimientos como los de Guatemala y Perú (sin acuerdo de paz), pero con una enorme 

tarea por parte de la Comisión de la Verdad y la Reconciliación, CVR (2003), dejan importantes 

experiencias desde las cuales se puede analizar el tratamiento dado a las víctimas por medio de 

políticas públicas producto de leyes y acuerdos de paz, o intentos de reparación y reconciliación 

nacional; de igual forma, desde ellas también se pueden encontrar prácticas fallidas, lecciones 

aprendidas o buenas prácticas que puedan servir para el caso de Colombia. Esto último es de suma 
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relevancia puesto que, al revisar la literatura comparada, se evidencia que los análisis que 

predominan ponen de manifiesto cómo el capítulo de víctimas tiende a ser invisibilizado o es 

relegado a una posición menos prioritaria, de manera que en muchos de los casos trascurren años 

y décadas sin que los derechos de las víctimas sean reconocidos, reparados y resarcidos (Instituto 

Kroc, 2017). 

En Guatemala, por ejemplo, en el periodo comprendido entre 1960 y 1996 tuvo lugar un 

conflicto armado interno, donde las Fuerzas Armadas de este gobierno fueron responsables del 93 

% de la violencia que hubo en el conflicto, los grupos guerrilleros lo fueron del 3 %, y el 4 % 

restante no estaría identificado (Jan, 2003). Como consecuencia de las confrontaciones entre los 

actores de la violencia, la Comisión de Esclarecimiento Histórico (CEH) estableció que el número 

de víctimas y afectados se aproximaba a una cifra de 220 000 muertos y desaparecidos, a los cuales 

se sumaba una cifra de 1.5 millones de desplazados y 150 000 refugiados (Jan, 2003). En este 

contexto, cabe anotar que la violencia ejercida por parte de los miembros del Estado de Guatemala 

en las comunidades étnico-campesinas, así como el impacto de la no reparación colectiva e 

individual y la denegación de justicia revictimizaron y aumentaron el sufrimiento de los grupos 

que han sido víctimas del conflicto armado, toda vez que fue implementada la Ley de 

Reconciliación Nacional y la Ley de Amnistía que produjeron el indulto de delitos cometidos con 

ocasión al conflicto armado, donde solo se exceptuaron —en teoría— los delitos de tortura, 

desaparición forzada y genocidio, y se aplicó el marco nacional en estos casos específicos (Benítez, 

2016). 

Dentro de las medidas contempladas por el gobierno guatemalteco en la política establecida 

para la reparación a las víctimas, cabe destacar el objetivo primario del restablecimiento de la 

dignidad humana, la no repetición y el respeto a los DD. HH y al DIH. De igual forma, se 

incorporaron medidas individuales y colectivas como el restablecimiento a la situación en la cual 

se encontraban antes de que se les vulneraran los derechos; las compensaciones materiales 

(indemnizaciones); o rehabilitación de carácter psicológico, familiar, social, jurídico y asistencial 

(CEH, 1999). Aún así, en la práctica, tras varios años de intentar efectuar la reparación a las 

víctimas, la negación por parte del Estado a cumplir con el informe final de la Comisión para 
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Reparaciones en Guatemala habría generado el no resarcimiento integral a las víctimas del 

conflicto, y de esa manera impidió llevar a cabo el Plan Nacional de Resarcimiento (Varón, 2011).  

Por otra parte, el conflicto armado en Perú, acontecido en el periodo 1980-1999, entre los 

diferentes grupos armados del Partido Comunista del Perú - Sendero Luminoso (PCP-SL), el 

Movimiento Revolucionario Túpac Amaru (MRTA) y los agentes del Estado y la sociedad civil 

involucrada a través de las rondas campesinas y los comités de las autodefensas, dejó una cifra 

aproximada de 70 000 víctimas mortales y otros tantos desaparecidos (CVR, 2003). Ambos grupos 

fueron derrotados por el Estado, lo cual imposibilitó un acuerdo de paz; pese a ello, fruto de la 

violencia ejercida contra la sociedad, formalmente, se constituyeron esfuerzos por esclarecer los 

términos de la violencia en favor de las víctimas, con miras a un proceso de reparación y 

reconciliación nacional. El PCP-SL resultaría responsable del 53.68 % de las muertes y 

desapariciones, en su mayoría de campesinos y autoridades locales, a ello se añadía un 1.5 % de 

responsabilidad del MRTA y un 28.73 % por parte de la fuerza pública peruana. Este conflicto se 

configura como una innegable afectación al tejido social peruano, el cual se agravó bajo el 

gobierno de Alberto Fujimori (1990-2000) debido a la corrupción, los excesos de las fuerzas 

militares y a leyes como la Ley de Amnistía; así como también por la ausencia de acciones de 

reparación y reconciliación 15 años después de que fueran publicados los trabajos de la Comisión 

de la Verdad y Reconciliación (CVR), donde, en muchos casos y tras varias décadas, las víctimas 

del conflicto armado aún esperan la reparación y la compensación por los daños causados (Correa, 

2013). 

En ese sentido, con el objetivo de dar fin a más de cinco décadas de conflicto armado, el Estado 

colombiano ha realizado procesos de negociación con grupos al margen de la ley como la llamada 

Ley de Justicia y Paz 1 . Su finalidad, en lo que respecta a la reparación colectiva, es la 

reconstrucción psicológica y la recuperación de los derechos humanos que los ciudadanos han 

                                                

1 Ley 975 de 2005. “Por la cual se dictan disposiciones para la reincorporación de miembros de grupos armados 

organizados al margen de la ley, que contribuyan de manera efectiva a la consecución de la paz nacional y se dictan 

otras disposiciones para acuerdos humanitarios”. (Preámbulo) 
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perdido por la violencia; e igualmente, busca la recuperación de la institucionalidad del Estado 

social de derecho sobre las regiones afectadas por el conflicto armado. Tras los esfuerzos que ha 

realizado el Estado colombiano para brindar asistencia, atención y reparación integral a las 

víctimas de manera eficaz, se promulgó la Ley 1448 de 2001, por la cual el Estado asume el reto 

de lograr articular el ordenamiento jurídico, las políticas públicas, las instituciones y la realidad 

social, con el fin de obtener la reparación integral, la no repetición y revictimización de las 

víctimas. 

Así, con la firma del Acuerdo de Paz se buscó fortalecer los planes nacionales de reparación 

individual y reparación colectiva. En los Planes de Desarrollo Rural con Enfoque Territorial 

(PDET) se pretendió fortalecer los objetivos que permitieran restablecer la dignidad a las víctimas, 

que contribuyeran a la convivencia y a la no repetición y reparación (Oficina Alto Comisionado 

para la Paz, s.f.), de acuerdo con la concertación realizada con las comunidades afectadas, cuyas 

medidas a implementar deben interrelacionarse con el daño que se les ha causado (PNUD, 2019). 

Dentro de los procesos de reparación colectiva que ha implementado el Estado se encuentra el 

caso de Pueblo Bello, jurisdicción de Turbo (Antioquia). Donde, según el informe de la Unidad 

para la Atención y Reparación Integral de Víctimas (2018), desde el año 2012 se han implementado 

diversas medidas de reparación y satisfacción, dentro de las cuales se halla el fortalecimiento y 

acompañamiento continuo de los proyectos productivos, la reconstrucción del tejido social, la 

entrega de un camión y una miniretroescavadora, y la entrega de maquinaria con la cual se culminó 

la implementación de reparación colectiva a las víctimas (UARIV, 2018). 

También, se ha encontrado el caso del municipio de San Carlos, en el Oriente antioqueño, donde 

se evidenció la no efectividad en los procesos reparadores colectivos. Debido a que se generaron 

divisiones en el empoderamiento de los sujetos o colectivos para desarrollar sus propias estrategias 

de reconstrucción, lo cual conllevó a una revictimización, así como a un impacto en la identidad 

colectiva e individual y a una dificultad en la reconstrucción del tejido social (Villa & Castrillón 

2015). De ahí que la política pública de reparación a las víctimas del conflicto armado en 

Colombia, pese a tener un marco jurídico amplio, presenta dificultades en su implementación 

(Cano & Caro, 2011). 
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Otro caso emblemático de reparación colectiva en Colombia es el de la comunidad Zipacoa, 

donde, como consecuencia del conflicto armado, se dio un enfoque diferencial por existir niñas, 

niños y adolescentes víctimas de la violencia (Ministerio de Interior, s.f.). Los planes de reparación 

colectiva implementados por la Unidad de Víctimas mediante el diagnóstico previo del daño 

sufrido, señala Morón et al. (2017), han permitido contar con los elementos suficientes para 

consolidar un proceso de reparación frente a las necesidades expuestas en el proceso de diagnóstico 

de la comunidad, aunque existen deficiencias en las capacidades organizativas y la toma de 

decisiones por parte de la comunidad Zipacoa.  

Por otra parte, se encuentra la Asociación Caminos de Esperanza Madres de La Candelaria, que 

agrupa familiares víctimas del conflicto armado. Esta fue organizada como una acción colectiva 

que ha buscado desde entonces un reconocimiento a la verdad, la justicia, la no repetición y la 

reparación colectiva (Cardona & Castaño, 2018) por parte del Estado; a causa del daño sufrido por 

delitos como la desaparición forzada, el desplazamiento, las masacres, entre otras violaciones a los 

derechos humanos. Este caso es reconocido a nivel nacional, dado que fue escogido por la CNRR 

como uno de los más importantes para desarrollar programas pilotos de reparación bajo la Ley 975 

de 2005; por lo cual, el Estado estipuló la reparación de acuerdo con un programa planteado y con 

fondos económicos sin prever que estos no cuentan con la capacidad para realizar una efectiva 

restitución (Díaz, Sánchez y Uprimny, 2009). 

Asimismo, la CNRR propuso a la comunidad de El Salado convertirse en proyecto piloto de 

reparación colectiva, mediante el cual se obtuvo una identificación del problema y de los daños 

colectivos. Las medidas de reparación propuestas por la comunidad son programas de 

dignificación, verdad colectiva y memoria; así como garantías para el ejercicio de los derechos a 

la verdad, la reparación y no repetición, tal y como lo establece la Ley 1448 de 2011; y también 

mecanismos de protección a líderes sociales y a la comunidad en general, de modo que se garantice 

el goce y disfrute de los derechos fundamentales (OIM & UARIV, 2012). Según la UARIV (2019), 

la unidad efectúa indemnizaciones e implementa la política de reparación dentro del marco del 

proyecto, con aliados estratégicos, donde, hasta el momento han sido indemnizadas 

administrativamente 4 951 personas.  
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Con respecto a la reparación en la ATCC, esta se implementa desde el año 2005 en tres etapas. 

La primera hace referencia a la descripción piloto, en la cual se ilustra el acercamiento de la 

comunidad con la Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación presentando el diagnóstico 

del daño a resarcir, la segunda fase es la descripción de las actividades que se realizarán en el 

proceso; y la última fase, donde se encuentra en la actualidad, es la implementación del Plan de 

Reparación con base en la propuesta realizada por la ATCC (Centro de Memoria Histórica, 2011).  

Finalmente, cabe anotar que la falta de reconocimiento y reparación a los daños individuales y 

colectivos con ocasión del conflicto armado interno, conlleva a dificultar la reconstrucción del 

grupo social. Asimismo, mantiene la perpetuidad del sufrimiento de los miembros del colectivo e 

impide que las comunidades encuentren estrategias para implementar mecanismos por los cuales 

puedan garantizar el desarrollo de acciones que fortalezcan su núcleo social y cultural, así como 

también el disfrute de los derechos humanos inherentes a ellos (Rondón & Rebolledo, 2010). 

6 Objetivos  

6.1 Objetivo general 

Identificar cómo puede fortalecerse el proceso de reparación colectiva en la ATCC, en aras de 

incrementar su grado de satisfacción frente a la reparación implementada por el Estado. 

6.2 Objetivos específicos  

• Describir cómo se ha efectuado el proceso de reparación colectiva en la ATCC, a partir del año 

2005. 

• Identificar cuáles han sido las debilidades, oportunidades, fortalezas y amenazas 

experimentadas en el proceso de reparación colectiva en la ATCC. 

• Establecer qué aspectos y elementos deben tenerse en cuenta para que exista una reparación 

colectiva integral y eficaz en la ATCC, bajo la implementación de la Ley 975 de 2005 y la Ley 

1448 de 2011. 



 

 

25 

 

7 Estructura del informe   

Con el propósito de determinar cómo se puede fortalecer el proceso de reparación colectiva en 

la ATCC; e identificar los elementos y aspectos que deben tenerse en cuenta para que exista una 

reparación colectiva integral y eficaz, con miras a incrementar el grado de satisfacción de la 

asociación frente a la reparación efectuada por el Gobierno Nacional, en la presente investigación 

se contempla siguiente estructura de exposición. 

En el primer capítulo se señala el planteamiento del problema, los antecedentes y los objetivos 

de la investigación. Posterior  a ello, en el segundo apartado se vislumbra el marco teórico y 

conceptual, donde se presentan los conceptos: movimientos sociales, acción e identidad colectiva, 

víctimas, políticas públicas, reparación y reparación colectiva, los cuales son estudiados desde 

diferentes aristas y enfoques; igualmente, se establece la normatividad que acompaña el proceso 

de la Política Pública de Reparación de Víctimas, las instancias de coordinación, la ruta de 

reparación colectiva y cómo la evaluación de los resultados debe ir acorde a lo estipulado en la 

ruta de reparación.  

El tercer capítulo se expone el marco metodológico, donde se señala cuál es la tipología de la 

investigación, el estudio del caso y las fases de desarrollo de la investigación, compuesta por el 

análisis documental y el trabajo de campo. De igual modo, dentro de este último se incluyen las 

entrevistas semiestructuradas, el grupo focal y el análisis de los resultados obtenidos.  

En el cuarto capítulo, denominado Resultados de la investigación, se presenta una breve historia 

del conflicto armado en la zona de influencia de la ATCC, así como del surgimiento y las 

reivindicaciones de esta y los daños colectivos reconocidos por la CNRR a la ATCC. Acorde a lo 

anterior, se exponen las diferentes etapas del proceso de reparación colectiva que ha sido 

adelantado por la CNRR con la Ley 975 de 2005, y de la UARIV con la Ley 1448 de 2011; también 

se determinan las percepciones que tienen las víctimas de la ATCC con el proceso de reparación 

colectiva, y se plantean las debilidades, oportunidades, fortalezas y amenazas experimentadas en 

el proceso de reparación colectiva en la ATCC. Por último, se proponen aspectos y elementos que 
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permitirán la reparación colectiva integral y eficaz en la ATCC. Por último,  se presenta un 

apartado con las reflexiones finales de la investigación.  

8 Marco teórico y conceptual 

8.1 Movimientos sociales  

Durante varios siglos se han estudiado los movimientos sociales y los rasgos característicos que 

los representan. Estos estudios parten de posiciones clásicas como las que incorporan los enfoques 

marxista y funcionalista, pasan por la movilización de los recursos y los nuevos movimientos 

sociales, y hasta llegar a los enfoques actuales donde estos movimientos contribuyen a la 

democracia participativa y a la transformación de las sociedades (de la Garza, 2011). 

Los primeros movimientos sociales que se hicieron visibles al Estado nacieron con la lucha 

obrera y la organización de acciones colectivas que buscaban hacer valer sus derechos laborales, 

para obtener políticas sociales y económicas más estables. Por ello, Revilla (1996) considera a 

estos movimientos como procesos de construcción social de la realidad, los cuales permiten la 

reconstrucción de una identidad colectiva.  

A partir del movimiento obrero se crea una alianza entre diferentes sectores sociales que da 

paso a otros movimientos con identidad propia, dentro de los cuales están representados diferentes 

roles de la comunidad como los campesinos, los estudiantes, los pensionados, los artesanos, entre 

otros, que adaptan nuevos esquemas de organización, solidaridad y de acción para influir en las 

decisiones del Estado. La solidaridad adoptada va de la mano de los procesos reivindicatorios que 

dan paso a la movilización y la redistribución de los recursos de una manera efectiva, pero 

mantienen la centralización de estos (de la Garza, 2011). 

En este orden de ideas, conviene subrayar que en la historia de los movimientos sociales, estos 

se han presentado como una estrategia colectiva para poner fin al carácter autoritario, y a las 

tensiones y frustraciones que impone el Estado (Galafassi, 2011), adverso a las costumbres, 

creencias y derechos de la sociedad y los trabajadores. Asimismo, nacen en respuesta a las 

carencias que debe suplir el gobierno, que en lugar de mermar se incrementan y vulneran intereses 
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muy concretos, visibles y sentidos hacia la sociedad. Estos movimientos sociales surgen porque 

las instituciones y las organizaciones estatales no tienen el ánimo, ni quieren brindar soluciones a 

los intereses del grupo afectado (Ibarra, 2000). 

En los años 80, en Latinoamérica, se presenta un estereotipo que estigmatiza los movimientos 

sociales, que buscaba satanizarlos e incluso desintegrar sus identidades (de la Garza, 2011). Por lo 

cual, la sociedad y las redes grupales potencian sus capacidades individuales y colectivas para 

cambiar las relaciones con el Estado neoliberal, donde los más afectados son los grupos 

campesinos e indígenas. Allí, se evidencia que la democracia no solo pertenece al Estado, quien 

es el encargado de garantizar la igualdad de derechos y la participación ciudadana sobre la toma 

colectiva de decisiones, sino que también es un principio aplicable a cualquier asociación que 

quiera hacer uso y participar en ella.  

Así, los movimientos sociales abren espacios de vinculación ciudadana cuya pretensión es tener 

una democracia participativa, los cuales abarcan conceptos como la participación ciudadana, en 

busca de la gobernabilidad estatal. Esta es definida por Mayorga y Córdoba (2007) “como un 

estado de equilibrio dinámico entre el nivel de las demandas societales y la capacidad del sistema 

político (Estado/gobierno) para responderlas de manera legítima y eficaz” (p.1). Igualmente, la 

idea de gobernanza vincula a los movimientos sociales (gestión de redes) como el conjunto de 

actores que se relacionan de forma independiente, con miras a un mismo fin y de manera 

cooperativa, con confianza y sin jerarquías (Arellano, Sánchez & Retana, 2014).  

Por lo anterior, los movimientos sociales se definen como sujetos de emancipación que 

pretenden romper con los esquemas de subordinación y explotación departidos por el Estado o 

cualquier grupo que pretenda reprimirlos; para así dar paso a procesos de justicia social, equidad, 

acciones políticas democráticas, interrelación con redes nacionales y transnacionales, y 

participación ciudadana. De ese modo, los movimientos sociales se consideran agentes políticos, 

que de manera articulada buscan la transformación del poder y de un Estado que garantice la 

innovación social y política (Ibarra, Casado & Martínez, 2012), dentro de los márgenes de los 

derechos ciudadanos reales y fundamentales. 
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Además, se debe agregar que algunos rasgos característicos de estos movimientos son la 

informalidad del grupo organizado y la espontaneidad (Galafassi, 2011). También, tienen la 

destreza de movilizar a la ciudadanía representada en los diferentes sectores, y de accionar cambios 

en el orden social y político de acuerdo con los objetivos establecidos; al mismo tiempo, cuentan 

con una identidad que los diferencia de cualquier otro movimiento social y de la comunidad en sí, 

en ellos se da una separación de tareas, sin que se genere verticalismo impositivo dentro de la 

organización (Ibarra et al., 2012), por el contrario, se da una acción organizada que permite 

intervenir en la gestión del conflicto social y político.  

8.2 Acción e identidad colectiva 

La concepción de acción colectiva nace del interés de los individuos que forman parte de los 

movimientos sociales, es decir, que estos emanan como resultado de la acción colectiva y del 

comportamiento de los individuos que los conforman, cuya finalidad es perseguir intereses 

comunes (Revilla, 1996). Por lo tanto, desde el punto de vista comportamental, la acción colectiva 

es la capacidad que tienen los movimientos sociales para producir una controversia respecto a un 

estado de situaciones y cosas (derechos, servicios, entre otros), donde su legitimidad y 

normatividad es puesta en controversia (Delgado, 2007). 

Para Torres (2009) la acción colectiva surge de las tensiones e incertidumbres que genera el 

equilibrio social, lo que conlleva a realizar labores que permitan el restablecer de este. Igualmente, 

Elster (1991) como se citó en Torres (2009), abarca la concepción de acción colectiva y estipula 

lo siguiente: 

Existen varias clases de motivaciones que pueden unirse y combinarse para producir una 

acción colectiva. No hay ninguna motivación privilegiada para la conducta cooperativa en 

todas las ocasiones, ni en una situación dada podemos esperar hallar un tipo de motivación 

que suministre la principal explicación de una acción colectiva coronada por el éxito. (p. 

9) 

Por otra parte, los autores García, Pedraza y Contreras abarcan el concepto de Melucci (1999), 

quien afirma que la acción colectiva no es solo el resultado de una crisis social, sino también una 
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transformación social que va acompañada de prácticas de libertad que permiten la realización 

efectiva de las comunidades.  

Con base en lo expuesto, se tiene que es así como la acción colectiva pretende restablecer el 

equilibrio que se vio alterado para el grupo social, o para la comunidad afectada por el mal 

funcionamiento de la integración social, que en la mayoría de los casos se da por parte del Estado; 

y en otros como, por ejemplo, en el caso del conflicto armado se vio afectada por los grupos 

armados al margen de la ley y por la omisión del Estado. De modo que la acción colectiva es una 

reacción frente a los intereses de unos cuantos que afectan los colectivos y los intereses grupales, 

cuyo reto es transformar la vida social y política de acuerdo con los objetivos establecidos por cada 

identidad colectiva.  

En relación con esta última, se tiene que la identidad colectiva implica tomar conciencia de que 

se es parte de un grupo que persigue fines comunes, y recoge la acción política y social del 

comportamiento grupal e individual. En ese sentido, Delgado (2007) ha manifestado que todos los 

individuos de la sociedad se identifican con el grupo al cual pertenecen, pero ello no amerita que 

quieran ser parte de algún movimiento social en consonancia con la acción colectiva, por lo tanto, 

señala la concepción en la cual Huddy (2002) expuso que para lograr la identidad colectiva de los 

movimientos sociales es indispensable ser consciente de “la  importancia de aquellas identidades 

que se asumen de modo voluntario y pleno por los sujetos frente a las que simplemente le vienen 

asignadas” (p. 127).  

Acorde con lo anterior, se puede afirmar que la identidad colectiva no puede ser formada por 

una sola persona y su interés particular, sino que debe darse con el cuestionamiento y la relación 

de los intereses de los demás con respecto a los propios, y con la conciencia de que todos coinciden 

con la misma perspectiva. Así, aparece el concepto de identidad colectiva movilizada, que alude 

al llamado que realizan algunos individuos a otros para actuar bajo el mismo precepto. 

Dicha identidad colectiva movilizada exige a sus miembros la participación activa en las 

acciones políticas y sociales que se lleven a cabo. Por lo cual estos adquieren un compromiso 

social y público que implica asumir riesgos, tensiones y controversias con las autoridades y otros 
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miembros de la sociedad, para poder cumplir los objetivos contemplados por la identidad que se 

defiende o del grupo en sí mismo (Sabucedo, Durán & Alzate, 2010). 

Cabe resaltar que la identidad colectiva, a través de la historia y en consonancia con los 

movimientos sociales y la acción colectiva, no solo ha permitido visibilizar ciertos grupos cuyos 

objetivos conjuntos rebosan la legitimidad y legalidad de los intereses del Estado, sino que también 

busca mantener la lucha por los derechos fundamentales, civiles y políticos; la cultura; el rechazo 

al abuso por parte de las instituciones y las autoridades; así como el rechazo a la violencia 

(Melucci, 1999); la búsqueda de los instrumentos que permitan el disfrute y el goce de los derechos 

a la igualdad y la equidad; la resolución de los conflictos; y hacerle frente a las percepciones 

erróneas que tiene el Estado.  

Sumado a lo anterior, la intervención de los actores colectivos —en las nuevas formas de 

movilización del siglo XXI— se realiza con el propósito de ampliar y verificar los discursos de 

diferentes actores políticos. Estos intervienen con estrategias de participación, rendición de cuentas 

y una democracia participativa que da lugar al llamado gobierno abierto, identificado como una 

relación entre gobernantes y gobernados (Ramírez-Alujas (2011b), como se citó en Cruz, 2014), 

esto es, un enfoque relacional entre gobernantes, administraciones y la sociedad que pueda 

garantizar a la ciudadanía el acceso a la información pública y generar las acciones colectivas a 

que haya lugar.  

8.3 Víctimas, reparación y políticas públicas en el marco del conflicto armado 

8.3.1 Víctimas  

Una característica particular de los conflictos armados internos, como en el caso colombiano, 

es que en las sociedades y territorios donde han transcurrido generan una constante transgresión a 

los DDHH y al DIH. Si bien, como propone Galtung (1969; 1990), esta transgresión integra 

dimensiones particulares de violencia directa, estructural y simbólica, y, por otro lado, proyecta 

daños y perjuicios individuales y colectivos indisociables a dicha violencia. 
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Desde la Segunda Guerra Mundial y, particularmente, desde la comisión de genocidios como 

los de los Balcanes (1992) o Rwanda (1994), la sociedad internacional en el marco de Naciones 

Unidas, y en otros escenarios como la Organización de los Estados Americanos (OEA) o la Unión 

Europea (UE), busca dotarse de principios normativos para establecer el concepto de víctima, y 

también para cuantificar y cualificar la esfera de derechos y bienes jurídicos protegidos en favor a 

las víctimas producto de este tipo de conflictos (Ríos, 2017). Al respecto, podría señalarse como 

un ejemplo entre muchos, que las Naciones Unidas ha establecido un concepto de víctima que 

resulta extensible: 

[A] toda persona que haya sufrido daños, individual o colectivamente, incluidas lesiones 

físicas o mentales, sufrimiento emocional, pérdidas económicas o menoscabo sustancial de 

sus derechos fundamentales, como consecuencia de acciones u omisiones que constituyan 

una violación manifiesta de las normas internacionales de derechos humanos o una 

violación grave del Derecho Internacional Humanitario. (párr.38) (Naciones Unidas, 2005) 

Esta definición no solo incluye al individuo que sufre el daño establecido, sino que, además, 

tiene en cuenta de manera extensiva su entorno familiar y cultural sin que medie discriminación 

alguna.  

Por otro lado, para la Corte Interamericana de Derechos Humanos (Corte IDH) la definición de 

víctima partiría del concepto de la ocurrencia de una transgresión al DIH, de manera que se le 

atribuiría la condición de víctima a aquellas personas naturales que hayan sufrido un daño (Estatuto 

de Roma, 1998). 

El término víctima ha generado importantes controversias para algunos autores, pero, también 

alcance, por lo que es posible encontrar diversas definiciones, de un modo más concreto, donde se 

profundiza en la mirada comparada de qué se entiende por víctima de un conflicto armado. Lo 

anterior, en tanto que la calidad de víctima, por ejemplo, según los aspectos socioculturales y al 

considerar comunidades específicas, se puede tornar abstracto o ambiguo por sufrir un estiramiento 

conceptual (Sartori, 2000), en la medida en que el término se inscribe en una flexibilidad semántica 

constante de lo que puede ser comprendido o no como víctima (Guglielmucci, 2016). Es 

importante anotar que, de hecho, en la mayoría de los casos, es común encontrar que la dualidad 
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víctima/victimario casi nunca es posible, puesto que, en muchas ocasiones los victimarios del 

conflicto armado pueden ser considerados como víctimas (Aguirre, 2019).   

8.3.2 Reparación  

En cualquier caso, es obligación de los Estados llevar a cabo acciones en forma de políticas 

públicas y otros instrumentos normativos, desde los cuales sea posible resarcir los perjuicios 

causados a las víctimas de un conflicto armado, y, a la vez, por los cuales se puedan sancionar las 

trasgresiones cometidas a los DDHH en sus múltiples expresiones. Así, conviene recordar que, por 

ejemplo, para la Corte IDH, el concepto de reparación puede verse desde diferentes perspectivas 

acorde a cada caso en concreto, sin que ello sea un impedimento para la creación de un concepto 

de reparación integral que tenga como eje principal el pleno restablecimiento del respeto y la 

garantía de la verdad y la justicia, lo cual debe acompañarse de medidas de reparación que 

cristalicen en la no repetición (Rousset, 2011).  

Aunado a lo anterior, los diferentes órganos internacionales como la Corte IDH, han ampliado 

el concepto de reparación como compensación económica y lo han acogido como principio rector 

y fuente de integración (Calderón, 2013). En ese sentido, la resolución de las Naciones Unidas del 

año 2005, dispone la reparación plena y efectiva a las víctimas que han sufrido violación de 

derechos humanos y graves transgresiones al DIH de una manera proporcional al daño ocasionado, 

donde se tiene en cuenta cada caso en concreto, para así lograr una reparación integral mediante 

la restitución, indemnización, rehabilitación, satisfacción y garantías de no repetición (Naciones 

Unidas, 2005). 

Por otra parte, Cruz (2010) propone el concepto de reparación desde la perspectiva del 

incumplimiento de las obligaciones del Estado. Bien sea este responsable por acción o por omisión, 

debe reparar y procurar la restauración al punto de volver al estado en el cual se estaba antes de la 

violación (restitutio in integrum), esto es, al statu quo ante. Aunque para Forer (2010) no solo se 

debe reintegrar este statu quo ante, sino que a través de la reparación integral se debe buscar la 

manera para que las víctimas puedan dignificar su condición humana en la comunidad, pese a que 
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para el Estado sea una mayor responsabilidad al ser comparada con la pérdida ocasionada a la 

víctima, como consecuencia de la trasgresión que causó el daño.  

Por ende, los Estados deben implementar estrategias eficaces para lograr una efectiva 

reparación y dignificación de los derechos humanos transgredidos por los actores. Así como 

también deben llevar a cabo acciones que garanticen de manera individual la restitución, 

indemnización y rehabilitación (Pachón, 2005); y de manera colectiva permitan restaurar, 

indemnizar o readaptar los derechos fundamentales de los grupos, comunidades y organizaciones 

que han sido víctimas de las graves violaciones (Fundación Social, 2004). 

De esta forma, el concepto de reparación es atribuible al conjunto de medidas que se emplean 

para resarcir los agravios ocasionados a las víctimas, como consecuencia directa de los distintos 

crímenes. Donde se establece la restitución, la indemnización y la rehabilitación, y se resalta el 

carácter público de la verdad para lograr realmente una reparación integral (Douzinas & Estepa, 

2010). 

8.4 Políticas públicas  

En esta línea de argumentación, es importante anotar el concepto de políticas públicas. Estas se 

refieren a todas aquellas estrategias transformadoras que permiten, en concordancia con las leyes 

y el ordenamiento jurídico de cada país, crear oportunidades para la sociedad; y, asimismo, 

reconocer obligaciones y derechos, y solucionar problemas que transcienden desde el ámbito 

individual al colectivo, como la reparación a la ATCC. En este contexto conviene subrayar las 

definiciones de algunos autores importantes, para los cuales la política pública es:  

El conjunto de acciones, estructuradas de modo intencional y causal, en tanto se orientan a 

realizar objetivos considerados de valor para la sociedad o a resolver problemas cuya 

intencionalidad y causalidad  han sido definidas por la interlocución que ha tenido lugar 

entre el gobierno y los sectores de la ciudadanía; acciones que han sido decididas por las 

autoridades públicas legítimas; acciones que son ejecutadas por actores gubernamentales o 

por estos en asociación con actores sociales (económicos, civiles), y que dan origen o 

forman un patrón de comportamiento del gobierno y la sociedad. (Aguilar, 2009, p.14)  
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A su vez, pese a que Knoepfel (2007) señala la existencia de una multiplicidad de conceptos de 

política pública, el autor la define como el conjunto de decisiones y acciones que resultan de las 

diferentes relaciones y del nexo causal entre las entidades públicas y privadas, con el fin de dar 

solución a un problema que ha sido considerado colectivo.  

Por otra parte, hay quienes establecen que las políticas públicas son procesos mediante los 

cuales se elaboran y se implementan programas de acción pública (Murel, 1998), que van 

coordinados con las instituciones encargadas de tomar las decisiones y aplicarlas para dar solución 

a los problemas (Bussmann et al., 1998). Este conjunto de acciones que hacen frente al problema 

a resolver tiene como finalidad modificar el comportamiento individual y colectivo para mejorar 

o cambiar una situación que resulta insatisfactoria para la sociedad (Roth & Noel, 2002). 

Así, el propósito de las políticas públicas debe estar presupuestado por un nexo causal que 

imponga la necesidad de establecer un mecanismo idóneo entre los diferentes actores, que 

permitan estructurar y consolidar desde el inicio los fines y propósitos que serán el objetivo 

principal de la política, siendo el objetivo de la Política Pública de Reparación de Víctimas 

garantizar la reivindicación efectiva de los derechos fundamentales y el resarcimiento total de los 

daños causados.   

8.5 Reparación colectiva  

Para el desarrollo del presente trabajo es importante señalar  que los sujetos de reparación 

colectiva son las “comunidades indígenas, movimientos, grupos, comunidades campesinas u 

organizaciones” (Informe Observatorio Ciudadano) a las cuales se les violaron sus DDHH y el 

DIH, donde los perjuicios causados se dieron de manera conjunta a los colectivos y a sus 

integrantes. Por consiguiente, la reparación integral colectiva debe implementarse con las mismas 

garantías como lo hace la reparación individual, pero sobre el colectivo en general; a su vez, esta 

debe contar con el acompañamiento del Estado y las entidades departamentales y municipales para 

que se pueda garantizar el restablecimiento de los derechos a las comunidades de manera integral, 

y, asimismo, se garantice el mínimo vital a cada uno de los miembros (para ellos y sus familias), 

sumado al restablecimiento de la dignidad colectiva e individual de los integrantes del grupo. 



 

 

35 

 

Los sujetos de reparación colectiva —como se refirió— se encuentran contemplados en el 

ordenamiento jurídico colombiano, en el artículo 227 del Decreto 4880 de 2011, estos son, las 

comunidades, poblaciones o grupos sociales que han sufrido violaciones a los derechos humanos 

o transgresiones al DIH, con ocasión del conflicto armado interno. Asimismo, son sujetos de 

reparación en Colombia las víctimas pertenecientes a pueblos y comunidades indígenas; 

comunidades negras, afrodescendientes, raizales y palenqueras; y víctimas que pertenecen al 

pueblo Rrom o Gitano, quienes recibirán asistencia, atención, reparación integral y restitución de 

territorios según lo contemplado en los Decretos Ley 4633, 4634 y 4635 de 2011, previo a ello, 

estos deben participar activamente tanto en la propuesta como en el diseño de las medidas de 

reparación.  

La reparación colectiva busca la inclusión ciudadana, la reparación del daño psicológico que ha 

sufrido el colectivo y cada uno de sus miembros, así como también la recuperación de la confianza 

en el Estado. En ese sentido, es importante resaltar los elementos de la reparación colectiva que se 

exponen a continuación, los cuales ha sido enunciados en la Cartilla Plan de Desarrollo 2016-2019 

y son respaldados por la Ley 1448 de 2011. 

A. Reconocimiento. Identificación de los sujetos que han sufrido las transgresiones. 

B. Dignificación. Lograr el fortalecimiento para que las medidas de atención, asistencia y 

reparación contribuyan a recuperar a las víctimas como ciudadanos en ejercicio pleno 

de sus derechos y deberes. 

C. Recuperación psicosocial. Propende por el restablecimiento de las condiciones físicas y 

psicosociales de las víctimas, siendo capaces de asumir derechos y deberes ciudadanos 

con plena capacidad. (CPD, 2016, p 23) 

La reparación colectiva está ligada a una reparación individual para cada uno de los integrantes 

que ha sufrido daños en la comunidad. Mediante las políticas públicas de reparación individual el 

Estado colombiano propende por reconstruir el proyecto de vida las víctimas y devolverles su 

estatus (UARIV, s.f.); así como garantizar no solo una indemnización económica, sino también el 

goce de sus derechos en materia de educación, vivienda, salud, un mínimo vital y reconstrucción 

del tejido social. 
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8.5.1 Normatividad que acompaña a la Política de Reparación a Víctimas 

En Colombia, la reparación a las víctimas del conflicto armado fue regulada en primera 

instancia por la Ley 975 de 2005, mediante la cual se establecieron los términos de la reparación 

integral por parte del victimario hacia la víctima para poder recibir beneficios provenientes del 

Estado, tal y como lo determina el artículo 44 de la ley en mención. Igualmente, el artículo 49 de 

la Ley 975 de 2005 dispuso que es obligatorio establecer un programa que comprenda acciones 

orientadas a recuperar la institucionalidad propia del Estado, así como los derechos de los 

ciudadanos afectados por la violencia, que busque reconocer y dignificar a las víctimas de la 

violencia.  

Por otra parte, la Ley 1448 de 2011, por la cual se dictan medidas de atención, asistencia y 

reparación integral a las víctimas del conflicto armado interno y otras disposiciones, estipula como 

base fundamental unas medidas de atención, asistencia y reparación de carácter judicial, 

administrativo, social, económico, individuales y en beneficio de las víctimas del conflicto armado 

colombiano. Asimismo, contempla una reparación colectiva para las comunidades, grupos y 

organizaciones sociales o políticas que hayan sufrido algún daño por violación a sus derechos 

colectivos, violación grave y manifiesta de los derechos individuales de sus miembros o por el 

impacto colectivo de la violación de derechos individuales.  

Aunado a la Ley 1448 de 2011, se crea el Decreto 4800 de 2011 cuyo objeto es establecer 

mecanismos para una adecuada implementación de las medidas de asistencia, atención y 

reparación integral a las víctimas, lo cual permite la materialización de los derechos fundamentales 

consagrados en la Carta Magna. Igualmente, en su artículo 223 establece que los sujetos de 

reparación colectiva son los grupos y organizaciones sociales, sindicales y políticas y demás 

comunidades que hayan sufrido daños colectivos en los términos del artículo 3° de la Ley 1448 de 

2011.  
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Finalmente, se encuentran los Decretos Ley 4633, 4634 y 4635 de 20112, en atención a las 

comunidades indígenas y afrodescendientes. 

Para el caso de la presente investigación, se tiene que el marco jurídico de la reparación 

colectiva a las víctimas del conflicto armado de la ATCC es regido por la Ley 975 de 2005, 

mediante la cual se dieron los parámetros para establecer el Plan de Reparación del Gobierno 

Nacional, compuesto por seis programas. También, se encuentra regido por la Ley 1448 de 2011, 

la cual permite fortalecer los parámetros establecidos para la reparación integral a las víctimas; y 

por el Decreto 4800 de 2011, cuyo objeto es establecer mecanismos para implementar medidas de 

asistencia, atención y reparación integral a las víctimas de las cuales trata la Ley 1448 de 2011.  

8.5.2 Instancias de coordinación para la implementación de la reparación colectiva en 

Colombia.  

La Ley 1448 de 2011 contempla la articulación de las instituciones, para así garantizar la 

vinculación e implementación efectiva de las políticas de reparación colectiva a las víctimas del 

conflicto armado. Por consiguiente, se crean instituciones para aplicar los diferentes mandatos de 

la ley, y, a su vez, se produzca el acompañamiento en cada uno de los procesos. A continuación, 

se expondrán cuáles son las funciones de algunas de las instituciones encargadas de la 

coordinación, así como de otras instituciones cuya finalidad es apoyar la coordinación mediante la 

implementación de la política pública de atención, asistencia y reparación integral. 

 En primera instancia se halla el Sistema Nacional de Atención y Reparación Integral a las 

Víctimas (SNARIV), entidad responsable de la coordinación e integración interinstitucional. Este 

                                                

2 Decreto Ley de Víctimas No. 4633 de 2011 “por medio del cual se dictan medidas de asistencia, atención, 

reparación integral y de restitución de derechos territoriales a las víctimas pertenecientes a los pueblos y comunidades 

indígenas” (p.2). Decreto 4634 de 2011, “decreto por el cual se dictan medidas de asistencia, atención, reparación 

integral y restitución de tierras a las víctimas pertenecientes al pueblo Rrom o Gitano” (Preámbulo). Decreto 4635 de 

2011 “decreto por el cual se dictan medidas de asistencia, atención, reparación integral y de restitución de tierras a las 

víctimas pertenecientes a comunidades negras, afrocolombianas, raizales y palenqueras” (Preámbulo). 
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cumple con las funciones de atención y reparación para proporcionar el acceso a la verdad y la 

justicia; también tiene como objetivo el diseño de la política pública, pues le corresponde realizar 

la formulación, implementación y seguimiento a la ejecución de la política, y lleva a cabo la 

supervisión de cada una de las entidades articuladas.  

El SNARIV está integrado por un Comité Ejecutivo cuya finalidad es el diseño, la gestión y la 

disposición de recursos; así como dar cumplimiento a lo establecido por la Ley 1448 de 2011, y 

velar por las garantías para la participación de las víctimas (Contraloría General de la República, 

2012). El comité está compuesto por el presidente de la República; los ministerios del Interior y 

de Justicia; los ministros de Hacienda y Crédito Público, y de Agricultura y Desarrollo Rural; los 

directores del Departamento Nacional de Planeación, el Departamento Administrativo para la 

Prosperidad Social (DPS), y de la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación 

Integral a las Víctimas (Contraloría General de la República, 2012). 

Por otra parte, se encuentran los Comités Territoriales de Justicia Transicional (CTJT) creados 

por los gobernadores y los alcaldes distritales y municipales, cuya finalidad es concretar la 

ejecución de la política nacional de atención, asistencia y reparación integral de las víctimas en el 

orden territorial, de manera coordinada con el SNARIV. Los CTJT se encargan de elaborar los 

planes de acción, para lo cual tienen en cuenta los planes de desarrollo de cada ente territorial; 

también les corresponde articular la oferta de las instituciones para garantizar la verdad, la justicia 

y la reparación para cada uno de los actores que sufrieron transgresión a sus derechos 

fundamentales por causa del conflicto armado. Igualmente, cumplen con la función de coordinar 

las acciones para llevar a cabo los planes, las estrategias, los programas y las medidas de 

materialización de la política, tanto a nivel municipal como departamental (Ministerio del Interior, 

2012).  

De la misma forma, la Ley 1448 de 2011 crea la Unidad Administrativa Especial para la 

Atención y Reparación Integral a las Víctimas (UARIV), adscrita a la Presidencia de la República. 

En primera medida, su función es coordinar las entidades que conforman el SNARIV en lo 

concerniente a la ejecución e implementación de la política de atención, asistencia y reparación 

integral a las víctimas. También cumple funciones encaminadas a satisfacer los derechos a la 
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verdad, la justicia y la reparación; así como las que se encuentran taxativas en el artículo 168 de 

la Ley 1448 de 2011.  

En este contexto, y dada su importancia, se debe resaltar el Reporte Unificado del Sistema de 

Información, Coordinación y Seguimiento Territorial (RUSICST), por ser un mecanismo de 

información, seguimiento y evaluación de las funciones que tienen las entidades territoriales en 

materia de prevención, asistencia, atención y reparación integral a las víctimas. El RUSICST está 

articulado con dos instituciones gubernamentales, a saber, el Ministerio del Interior y la Unidad 

Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, por tanto, el reporte 

de la información actualizada estará a cargo de entidades territoriales como las gobernaciones y 

las alcaldías. 

8.5.3 Ruta de reparación colectiva.   

Para llevar a cabo el Programa de Reparación Colectiva a las víctimas del conflicto armado, 

contenido en la Ley 1448 de 2011 y el Decreto 4800 de 2011, la Unidad para la Atención y 

Reparación Integral a las Víctimas implementó paso a paso la ruta de reparación colectiva que 

pretende construir las diferentes etapas del proceso, donde se evidencian seis fases diferentes, las 

cuales se pueden observar en la Figura 1 y se describen a continuación.  



 

 

40 

 

            

Figura 2. Ruta de reparación colectiva 

Fuente: elaboración propia con base en la información contenida en la Resolución No. 03143 

de 2018 

A. Identificación: esta fase pretende caracterizar a los sujetos de reparación colectiva con ocasión 

a los daños y perjuicios que se les ha causado, y se puede realizar de dos maneras. La primera 

por oferta del Estado, donde la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación 

Integral a las Víctimas identificará las comunidades, poblaciones o grupos sociales vulnerables 

y excluidos que han sufrido violaciones a los derechos humanos y al DIH con ocasión del 

conflicto armado, para así vincularlas en el Programa de Reparación. Y la segunda por 

iniciativa de la organización o colectivo que consideren tienen derecho a una reparación 

colectiva, y presenten la solicitud ante el Ministerio Público.  

B. Alistamiento: se caracteriza por la implementación de mecanismos que permitan la 

participación de los sujetos de reparación, y de las entidades territoriales y nacionales, así como 

también fijar la responsabilidad que cada una tiene sobre el proceso. Se adelanta el 

reconocimiento de los hechos, las expectativas de reparación, y se establecen objetivos y 
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mecanismos de reparación. El Decreto 1084 de 2015 señala que debe haber al menos una 

capacitación que esté dirigida a los sujetos a reparar, a los funcionarios y a la sociedad civil.  

C. Diagnóstico del daño: con apoyo técnico de la Unidad Administrativa. En esta fase se 

identifican los hechos, daños, afectaciones, necesidades y expectativas de la reparación; y se 

deben incluir las causas, los agentes del conflicto, y los mecanismos de afrontación y 

resistencia. 

D. Diseño y formulación: con la participación de entidades del SNARIV y entidades aliadas se 

definirán los objetivos de la construcción del Plan Integral de Reparación Colectiva, lo cual 

dependerá de la responsabilidad a asumir en el proceso de reparación. 

Una vez diseñadas y definidas las medidas de reparación, la UARIV y el CTJT aprobarán el 

Plan Integral de Reparación con la participación de todos los actores.  

E. Implementación: se refiere a la ejecución de las acciones contempladas en el plan de reparación 

colectiva dentro del plazo que se ha establecido en él. La Unidad para la Atención y Reparación 

Integral a las Víctimas debe coordinar y ejecutar las medidas propias de sus funciones y del 

plan diseñado articuladas con las instituciones aliadas; mientras que la Unidad Administrativa 

debe gestionar los recursos técnicos y logísticos para realizar las actividades previstas en el 

Plan Integral de Reparación Colectiva. 

F. Seguimiento: el propósito en esta fase consiste en medir y verificar la implementación eficaz 

y eficiente del plan de reparación colectiva, realizar un seguimiento al desarrollo de las 

acciones, y fortalecer los sujetos de reparación colectiva. A nivel institucional la UARIV es la 

encargada de verificar el cumplimiento de las metas y los planes propuestos; y, por otra parte, 

los sujetos a reparar y la comunidad son los encargados de velar por la transparencia y el 

cumplimiento de los fines.  

8.5.4 Evaluación de resultados en la Política Pública de Reparación Colectiva  

La evaluación es un proceso de análisis e interpretación mediante el cual se pretende realizar 

un juicio valorativo basado en evidencias, la cual recae en una política, programa o proyecto que 

se ha implementado (CEPAL, s.f.). La finalidad de esta es obtener mediciones de la situación antes 
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y después de la implementación para la toma de decisiones objetivas, o solo para mostrar las 

evidencias del estudio, e identificar cuáles son lecciones para las futuras políticas (Secretaría 

Distrital de Planeación, 2018). 

Con respecto a la evaluación de los resultados, esta se utiliza con la finalidad de analizar el 

cumplimiento de los objetivos y las metas en la entrega de productos, así como la sostenibilidad 

de los resultados a corto y largo plazo (DNP, s.f.). Además, se debe agregar que la evaluación de 

los resultados estudia el cambio de las circunstancias en las cuales se encontraban los beneficiarios 

y partícipes del programa, y si existe afectación de manera directa o indirecta para ellos. Es 

importante señalar que el propósito de esta no es realizar análisis estadísticos, ni explicar la 

causalidad de los objetivos alcanzados, mucho menos concluir lo que se debe cambiar a partir del 

análisis de los resultados (DNP, 2012).  

La evaluación de los resultados presenta dos características principales. La primera corresponde 

a los cambios que se dieron en los beneficiarios como producto de la intervención; mientras que 

la segunda consiste en indagar si la política pública implementada causó efectos demostrables en 

resultados previamente definidos (DNP, 2012). 

En relación con la evaluación de los resultados del Programa de Reparación Colectiva, es 

importante señalar que a septiembre de 2016 hay un informe presentado por el Departamento 

Nacional de Planeación y el Centro Nacional de Consultoría, donde se estipulan unas 

consideraciones metodológicas y las respectivas categorías de análisis. Luego se revisan los 

avances de la implementación del Programa de Reparación Colectiva (PRC) donde se toman como 

base los objetivos propuestos. Finalmente, el informe enfatiza en los efectos de la implementación 

de las medidas.  

A partir de lo expuesto se enunciarán algunas conclusiones que fueron presentadas en el informe 

de resultados de evaluación del Programa de Reparación Colectiva, realizado por el Centro 

Nacional de Consultoría en acompañamiento con el DNP, con fecha del 23 de septiembre de 2016, 

los cuales son importantes para el estudio que se realiza.  
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• Analizan que la Política de Reparación Colectiva en los grupos étnicos se encuentra en las 

primeras dos fases con respecto a las otras organizaciones, por tanto, al considerar la ruta 

de reparación que deben seguir, observaron que hay un atraso en el cumplimiento de esta. 

Según las entrevistas realizadas por la entidad consultante, ello obedece a que en el 

documento Conpes 3726 de 2012 se asignaron metas muy ambiciosas que no tuvieron en 

cuenta la realidad del PRC. 

• Los instrumentos diseñados y utilizados para realizar el diagnóstico de los daños fueron 

pertinentes y acorde con los que la CNRR había iniciado los pilotos de reparación colectiva. 

• Existió falta de información a los sujetos de reparación, toda vez que durante la ruta de 

reparación, los SRC no sabían en qué fase se encontraban, lo cual generó incertidumbre en 

los actores acerca de sus responsabilidades, sobre todo en la etapa de implementación.   

En suma, se evidencia que durante la ruta de implementación de la Política Pública de 

Reparación Colectiva y en la evaluación de los resultados de esta, el consultor brindó factores 

determinantes que pretendían exponer los retos a corto y largo plazo, así como los avances que 

mantienen hasta el momento. 

9 Marco metodológico  

9.1 Tipología de la investigación  

La metodología que se ha empleado para dar cumplimiento a los objetivos del presente trabajo 

es de tipo cualitativa. Se recopilaron los relatos y las narrativas de víctimas y actores institucionales 

con la finalidad de hacer una aproximación del trabajo a la manera en la cual se percibe la 

implementación de la política pública; y así conocer a profundidad las impresiones y los aspectos 

que permiten llevar a cabo el análisis de las medidas y las acciones aprobadas e implementadas en 

el proceso de reparación colectiva en la ATCC.  

Asimismo, los datos cualitativos se sometieron a revisión crítica. En esta parte se integraron las 

entrevistas semiestructurales, aplicadas a un exfuncionario de la CNRR que estuvo frente al 

proceso reparación colectiva, y a víctimas y voceros de la Asociación de Trabajadores Campesinos 

del Carare, a efectos de poder integrar esta información con los documentos brindados por la 
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UARIV, lo cual es un valor agregado que fortalece el análisis y otorga un carácter propositivo a 

este trabajo.   

Igualmente, la investigación responde a una lógica deductiva, esto es, que va desde lo general 

a lo particular, donde se exponen, definen y analizan los instrumentos de reparación colectiva a las 

víctimas del conflicto armado realizados en la ATCC. 

9.2 Estudio de caso 

La práctica de la investigación se realiza mediante el estudio de caso, el cual es definido por 

Hartley (1994) como se citó en Castro (2010) como un tipo de investigación social que no solo se 

basa en las comprensiones técnicas utilizadas, sino también en la indagación empírica y la 

comprensión de los procesos dentro del contexto social. Para lo cual utiliza diferentes métodos 

donde sobresale el cualitativo, dado que el propósito es comprender e interpretar los 

acontecimientos sociales de acuerdo con los objetivos planteados. 

Por otra parte, se tiene que el tipo de estudio de caso es intrínseco —según Simons (2011)— en 

razón de su naturaleza y su particularidad. Dado que la motivación de escoger como población en 

estudio a la Asociación de Trabajadores de Campesinos del Carare, se corresponde con una 

caracterización y un diagnóstico previo que incluyó consultas a la Oficina de Víctimas adscrita a 

la gobernación de Santander y a la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas 

– Dirección Territorial Santander, a partir de lo cual se halló que la ATCC es uno de los casos 

paradigmáticos de este departamento, habida cuenta de la yuxtaposición de violencias y actores 

intervinientes (paramilitarismo, FARC y ELN) sobre esta. 

Con base en lo anterior se efectuó un proceso de indagación de cómo ha sido el desarrollo de 

la Política de Reparación Colectiva que se implementa por parte del Estado en la ATCC. Para ello, 

se tuvieron en cuenta características expuestas por Pérez Serrano (1994) como se citó en Jiménez 

y Comet (2016) como la particularidad, toda vez que se abarca una realidad y tema específico; y 

la característica descriptiva mediante la cual —al finalizar el estudio del caso— se obtuvo una 

descripción cualitativa y profunda de este. Finalmente, se identificaron los retos a asumir por parte 
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de los actores que participan en la Política Pública de Reparación Colectiva a las víctimas de la 

ATCC. 

Por consiguiente, el punto de partida de la investigación para la elaboración del estudio de caso 

fue el análisis de la documentación que se encuentra en las diferentes instituciones 

gubernamentales y en la ATCC, y también la contemplada por otros autores. Posteriormente, se 

estableció comunicación y relación con el grupo en estudio en el terreno, para crear confianza y 

fiabilidad; asimismo, con los funcionarios públicos que participaron y los que tienen injerencia en 

el proceso de reparación colectiva de la ATCC. Por último, se aplicaron los instrumentos 

preparados, donde primaron los principios éticos de coherencia, respeto, confidencialidad y 

anonimidad (Stott & Ramil, 2014). 

9.2.1 Fases de desarrollo de la investigación 

A efectos de poder recolectar la información necesaria para el correcto desarrollo del trabajo y 

dar cumplimiento a los objetivos propuestos se previeron tres fases de investigación, a saber: de 

análisis documental, trabajo de campo y entrevista semiestructurada, las cuales se presentan a 

continuación. 

9.2.2 Fase 1. Análisis documental  

De acuerdo con la literatura, el análisis documental permite identificar, describir y representar 

el contenido de la información dentro de un contexto específico, con el fin de interrelacionar ideas 

esenciales, recuperar información que no se encuentra establecida, y extraer elementos que 

permitan identificar los nexos con los objetivos planteados (Dulzaides & Molina, 2004).   

Es así que para el presente trabajo, inicialmente, se procedió con una revisión documental, 

donde no solo se consultaron los textos y trabajos académicos más representativos en torno a lo 

que se refiere a la reparación colectiva a las víctimas del conflicto armado interno. Puesto que, la 

revisión también estuvo acompañada de otras miradas comparadas que constituyeron el marco 

teórico y los antecedentes; además, se abarcó toda la legislación y el desarrollo normativo vigente 

relacionado con la reparación a las víctimas del conflicto armado, específicamente, los documentos 
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oficiales de la CNRR y de la UARIV, así como la documentación del Centro de Memoria Histórica, 

los archivos de la ATCC, entre otros. 

Esta técnica permitió identificar el objeto de estudio a partir de sus antecedentes, donde se tuvo 

en cuenta la literatura primaria y secundaria que se señaló, y se abordó el planteamiento del 

problema expuesto en el primer apartado. 

9.2.3 Fase 2. Trabajo de campo 

El trabajo de campo se llevó a cabo en la Asociación de Trabajadores Campesinos del Carare 

(ATCC), ubicada en el corregimiento de la India en Landázuri, Santander, y en las Juntas de 

Acción Comunal y sus integrantes, quienes se encuentran distribuidos en varias veredas de los 

municipios de Cimitarra, Landázuri, El Peñón, Sucre, La Belleza y Bolívar del departamento de 

Santander. Cabe anotar que el trabajo de campo se llevó a cabo mediante las técnicas que se 

presentan a continuación, las cuales permitieron recolectar la información de primera mano, y, 

posteriormente, analizarla a la luz de los documentos, las medidas y las acciones aprobadas para 

la implementación del proceso de reparación colectiva.   

9.2.4 Técnica 1. Entrevista semiestructurada 

Esta es una técnica mixta donde la persona que entrevista realiza preguntas estructuradas y 

previamente elaboradas, y a la vez puede realizar otras que surgen de manera espontánea en la 

conversación a partir de las anteriores, mediante las cuales el/la entrevistador/a pretende 

profundizar y busca un valor añadido a la información que se ha brindado (Murillo, 2006).  

Por ello se empleó esta técnica de entrevista con los actores que se definieron como nucleares 

en la comprensión, alcance y significado de la política de reparación a las víctimas de la ATCC.; 

lo que además permitió conocer el nivel de articulación existente, y observar los diferentes niveles 

y distintas escalas geográficas (nacional, departamental y local) que se integran en la misma 

política pública. Es así que se entrevistó a un responsable del proceso de reparación colectiva, 

quien fue funcionario de la CNRR y realizó el acompañamiento en todo el proceso mientras existió 

la comisión. Por otra parte, también se entrevistaron a voceros y personalidades que representan 
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la ATCC como un expresidente y miembros fundadores, a efectos de conocer si las impresiones 

de los destinatarios coinciden o no, y en qué nivel. Cabe resaltar que el análisis semiótico de las 

narrativas al respecto, son un valor agregado que esta investigación no puede obviar, dada la 

disposición de fuentes inmediatas al objeto de estudio. 

9.2.4.1 Técnica 2. Grupo focal  

El grupo focal es una técnica mediante la cual el investigador, activa y participativamente, 

realiza entrevistas de manera colectiva a un grupo, con el objetivo de efectuar un análisis 

exhaustivo de la percepción de los participantes, para lo cual utiliza juicios que le permitan 

seleccionar la información de acuerdo con las necesidades planteadas en el proyecto (Mella, 2000). 

Asimismo, se tiene que la dinámica utilizada en la entrevista de los grupos focales permite que los 

participantes se sientan libres de expresar sus ideas, experiencias y percepciones; por consiguiente, 

es importante que en la aplicación de las entrevistas se cuente con la ayuda de un colaborador 

local, es decir, una persona que sea de la comunidad que se va a abordar, y conozca quiénes son 

las personas claves para participar en la actividad y la recolección de la información (Stott & 

Ramil, 2014). 

Así, para determinar el grupo focal de esta investigación se buscó que los participantes 

convergieran en aspectos como ser parte de la ATCC, encontrarse catalogado como víctima del 

conflicto armado y ser reconocida por la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las 

Víctimas, así como también haber participado en el proceso de reparación colectiva implementado 

con la Ley 945 de 2005 y la Ley 1448 de 2011. Una vez determinado el grupo focal, se desarrolló 

con los participantes un estudio de cada una de las medidas y las acciones del proceso de 

reparación, con el fin de verificar cuáles se han implementado satisfactoriamente, cuáles no se han 

efectuado y cuáles se efectuaron parcialmente. Igualmente, se elaboró una FODA con el grupo 

para establecer fortalezas, oportunidades, debilidades y amenazas del proceso de reparación 

colectiva en la ATCC.  
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Se debe anotar que el colaborador local fue un líder de la ATCC, quien fue vinculado desde el 

primer momento en el proceso de reparación colectiva, y tiene conocimiento del papel que 

desempeñó cada uno de los participantes de acuerdo con los objetivos planteados en el trabajo.  

9.2.5 Fase 3. Análisis de resultados  

Al aplicar los instrumentos expuestos, se procedió a realizar el análisis de la información 

recopilada y de los datos y estadísticas encontrados, para así dar respuesta a cada uno de los 

objetivos planteados y ratificar el planteamiento del problema. De manera análoga, se estudió la 

ruta de reparación colectiva propuesta e implementada en la ATCC y la que realmente se lleva a 

cabo, con la finalidad de estudiar la eficiencia de las políticas planteadas por el Estado colombiano. 

Con el análisis de los resultados obtenidos en las entrevistas semiestructuradas se buscó cotejar 

las narrativas entre los miembros de la ATCC, y los miembros de las instituciones que participan 

en el proceso de reparación y el proceso de reparación colectiva implementado desde el comienzo. 

Así, fue posible verificar el grado de satisfacción de los miembros de la ATCC en concordancia 

con la efectividad del proceso de reparación. Por otra parte, el análisis del contenido de la 

información obtenida en el grupo focal es de carácter cualitativo, por lo cual fue posible evidenciar 

las percepciones que los participantes tienen del proceso de reparación, lo que permitió dar 

respuesta a cada uno de los objetivos planteados. 

El propósito del análisis de resultados de las técnicas estipuladas fue comparar los distintos 

puntos de vista y las percepciones de la institucionalidad con los miembros de la ATCC, para poder 

ilustrar cuáles de los retos asumidos por el Estado no se han cumplido a cabalidad y cuáles son los 

avances que se presentan actualmente dentro del proceso de reparación colectiva. 

10 Resultados de la investigación  

10.1 Historia de la ATCC y reivindicaciones de la organización  

En el presente capítulo se realiza una descripción de los acontecimientos ocurridos durante el 

conflicto armado en la zona de influencia de la ATCC, los cuales fueron motivo para la creación 
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de la organización que busca la reivindicación de sus derechos, así como para establecer un proceso 

de paz con los diferentes grupos armados. Igualmente, se mencionan los daños colectivos causados 

a la ATCC que la CNRR reconoce, los cuales fueron contemplados en el Plan de Reparación 

Colectiva de la organización como principios rectores para definir cada una de las medidas y 

acciones de reparación colectiva.  

10.2 Breve historia del conflicto armado en la zona de influencia de la ATCC 

La región del Carare Opón, establecida por el Instituto Geográfico Agustín Codazzi (IGAC) 

citado por el Centro Nacional de Memoria Histórica (2011, p. 30) tiene sus límites entre el 

departamento de Santander, con el “río Magdalena por el occidente, al río Lebrija por el norte, con 

el departamento de Boyacá en el sur y al oriente limita con la Sierra de los Yariguíes”. 

El origen de la región del Carare se debe a las migraciones provenientes de diferentes 

departamentos como el Chocó, Antioquia y Tolima. Algunos de los miembros que se han 

establecido en esta zona llegaron en busca de tierras y oportunidades, y encontraron una 

posibilidad para trabajar con el consorcio británico East Magdalena Exploting, así como también 

con compañías de madera, construcción de la infraestructura vial y en la explotación y extracción 

del petróleo, hacia el año 1918 (CNMH, 2011).   

Con ocasión de las luchas interpartidistas y la violencia que se empezó a generar con el 

surgimiento de los grupos al margen de la ley, como las guerrillas en la década de los 70, se 

generaron migraciones al interior de la región del Carare sobre las cuencas de los ríos, y en 

Santander sobre el río Minero. Es importante mencionar que hay una diversidad poblacional 

debido al traslado que se dio a las orillas de los ríos, además, había trabajadores de diferentes 

regiones del país, sumado a la gente que vivía en la región y la llegada de los grupos armados.  

La ATCC en su área de influencia, donde incide territorialmente 6 municipios, es una tierra 

que es colonizada por campesinos y comunidades afro, digamos, esa colonización se hizo 

a mediados de los 60, y terminando los 60 comenzando los 70, empiezan aparecer algunos 

grupos, sobre todo al principio en M-19, y ya en la mitad de todos los 70, es cuando ya 

empieza a llegar las FARC, iniciando los 80 hay presencia de dos frentes de las FARC y 



 

 

50 

 

ya comienzan hacer presencia los paramilitares y el ejército. Ya en su momento el M-19 

tenía una influencia, pero ya muy pasiva, casi que no. El ELN hace presencia en el territorio 

pero no tan fuerte como las FARC y los grupos paramilitares. En su momento se calificaban 

como grupos actores del conflicto por su violencia y acción violenta a la misma fuerza 

legal, que era el ejército, porque para los campesinos de entonces no se podía diferenciar 

cuál era legal o ilegal, porque los paramilitares patrullaban junto con el ejército, entonces 

en ese momento se hallaba que eran como unos solo, solo habría en el conflicto la FARC 

y el ejército. Terminando los 80 comenzando los 90 inició la crudeza del conflicto, que era 

la disputa del territorio. (Entrevista Donaldo Quiroga, comunicación personal, 24 de 

septiembre de 2019). 

Con la llegada de las FARC al territorio, este grupo estipuló que era de obligatorio 

cumplimiento seguir y respetar su estructura política. Usurparon y asumieron el liderazgo 

correspondiente en las juntas de la comunidad y como líderes veredales del Carare, con el fin de 

tener el poder sobre la zona y sobre los pobladores, aprovechando la ausencia del Estado (CNMH, 

2011). 

En su momento las FARC realizaban un trabajo político y era que todo el mundo tenía que 

obedecer a las condiciones de la servidumbre, digamos de que el campesino tenía que estar 

dispuesto a colaborar con la causa llamaban ellos, era una zona completamente abandonada 

estatalmente, no habían escuelas, no había nada, era solamente la incursión militar, 

entonces la FARC mantenían esa presión a los campesinos e inclusive además de servirles, 

además de obedecer sus políticas y su acondicionamiento era negar absolutamente de que 

ahí había guerrilla, entonces el ejército lo que llegaba era llegar y presionar a los 

campesinos y decir ustedes han visto la guerrilla, ustedes saben y por eso es ese momento 

se llamó la ley del silencio, porque era completamente callar todo lo que estaba pasando, 

entonces si las FARC estaban matando a un vecino ahí o por el río porque por el río bajaban 

muertos y más de uno, nadie podía acercarse a mirar quién era, porque lo mataban ni nada 

porque tocaba guardar silencio; y lo otro era que obligaban a los campesinos a callar, no, 
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usted no ha visto. (Entrevista Donaldo Quiroga, comunicación personal, 24 de septiembre 

de 2019). 

En 1975 el ejército llegó a la zona de influencia de la ATCC y del Carare con la presencia del 

Batallón Rafael Reyes, el Batallón de Puerto Berrío y el Batallón de Puerto Boyacá estableciendo 

bases militares. Sin embargo, sus acciones no respondieron de manera positiva a la problemática 

que existía en este territorio (CMH, 2011); por el contrario, profundizaron la crisis de la ausencia 

del Estado, puesto que, las fuerzas militares también participaron en el conflicto armado y 

vulneraron los derechos humanos de los campesinos y los pobladores de esta zona, como se 

evidencia en la siguiente comunicación, al solicitar un “ultimátum de las cuatro alternativas 

expuestas: vincularse a la insurgencia, vincularse a las Autodefensas, desplazarse o morir” 

(Hernández, 2012, p. 210). 

Entonces era una encrucijada terrible porque era, digamos que, sabiendo que era una zona 

guerrillera, era montañosa, era selvática, entonces llegar el ejército y preguntarle a un 

campesino que si ha visto la guerrilla, y el campesino tenía que negar, por eso el ejército 

utilizó la táctica de la tortura, la desaparición, la muerte, porque decían que si negaban eran 

todos calificados como guerrilleros, entonces terminaban los campesinos teniéndole mucho 

más temor al ejército que no a la misma guerrilla, entonces, esas eran las condiciones, si 

una persona hablaba que había visto las FARC, no más con el solo de decirle que le había 

servido, entonces eso era una pena de muerte militar, la desaparición, la tortura que era lo 

más tenebroso para la gente y la muerte, digamos a bala y con fusil. Y lo otro es que si al 

negar, si llegaba a decir que se había visto, pues igual, la FARC lo tomaba que era un sapo, 

entonces tocaba que matarlo porque había dicho que había visto la guerrilla, entonces era 

tomado como un sapo. Terminaban los campesinos teniéndole mucho más temor al ejército 

que no a la guerrilla. (Entrevista Donaldo Quiroga, comunicación personal, 24 de 

septiembre de 2019) 

Como estrategia militar estatal, teniendo en cuenta el crecimiento de su actividad y en 

“concordancia con el Batallón Militar Rafael Reyes” presente en la zona del Carare (CNRR, 2011, 

p. 302), se estipularon medidas dirigidas hacia los campesinos, con la finalidad de monitorear 
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constantemente a cada uno de los miembros de la comunidad y vigilarlos. Así, el ejército estipuló 

acciones de carnetización y presentación constante de los campesinos a las bases militares más 

cercanas, lo cual ocasionó la revictimización de la población y constantes agresiones a sus 

derechos.  

El ejército era como perseguir a los campesinos, cuántos vivían y colocarle una 

presentación al batallón, una persona mayor de catorce años ya tenía que tener un carnet, y 

ese carnet dependiendo cada cuanto le colocaban una presentación, cada quince días, cada 

veinte días, en donde les tocaba desplazarse a las de un día de terreno para ir a refrendar un 

solo carnet. La alimentación lo mismo, entonces ellos manejaban un banco de datos en los 

que decían, julano vive en tal sitio, son cuatro personas, entonces, así mismo era el control 

del alimento, entonces no podían llevar más de los que ellos consideraban que era lo 

suficiente para come, por ejemplo, si una persona llevaba más de una arroba de arroz 

decían, es que ustedes allá son cinco llévensen tres libras o cuatro libras, porque lo demás 

es para usted darle a la guerrilla. Entonces es una manera también, que se controló el 

territorio. (Entrevista Donaldo Quiroga, comunicación personal, 24 de septiembre de 2019) 

Con ocasión a la resistencia y la supervivencia de los campesinos víctimas de los grupos 

armados al margen de la ley, de la ausencia del Estado y de la presencia de este que revictimizó a 

la población, actores que violaron sus derechos humanos y sus mínimos vitales, se da el paso para 

que la comunidad campesina —en pro de la defensa de sus derechos— se organice de manera 

coordinada y despliegue estrategias políticas y sociales de resistencia civil no violenta, y, 

asimismo, promueva una propuesta exitosa de mediación para el conflicto armado (Hernández, 

2012). 

La ATCC nunca nace de una propuesta de que la gente se organice para sacar un proceso 

u organicemos para llevar adelante, no, la ATCC nace de una presión conjunta entre 

guerrilla, militares y paramilitares (…). Seguido de eso, volvieron a amenazar de 

bombardear todo el río, entonces en ese temor la gente resistía en quedarse en ese territorio; 

creo que se encontró un cansancio y decisión de la gente porque, entonces toman la decisión 

en una reunión en el pueblito de la India, que hacían mercado el sábado, entonces hicieron 
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una reunión conjuntamente el comandante de los paramilitares en conjunto con el 

comandante del batallón en ese momento del ejército, entonces reunieron a la gente y le 

dijeron que con lo que había pasado con la Corcovada y todo eso, pues que le iban a dar 

una oportunidad a la gente, entonces se van para la guerrilla, se arman como guerrilleros, 

se unen con los paramilitares y se van de la región o se mueren (…). Entonces, eso le dan 

tres meses para que decidan, a partir de ahí corrían tres meses para decidir la gente, aparece 

algunos llevando la opinión pero también llevando una propuesta (…) “nosotros nos vamos 

hacer matar todos y si no nos matan aquí no queremos a nadie que nos presione ni nada”, 

fue llevar ese mensaje a las FARC (…). (Entrevista Donaldo Quiroga, comunicación 

personal, 24 de septiembre de 2019) 

Como se evidencia en las comunicaciones referidas, la resistencia campesina surgió en aras de 

hacer valer sus derechos. Así, estos tomaron la decisión de informarle a los diferentes grupos 

armados como las FARC, los paramilitares y el ejército de “hacersen  matar todos y no apoyar a 

ningún grupo”, y surge en primera medida la organización de los campesinos que deciden acabar 

con la llamada ley del silencio. Esta acción de resistencia y de enfrentar a los grupos armados al 

expresarles que no van a ser apoyados y que deben respetar a la población civil la denominaron 

“humanizar la operación”, es decir, los campesinos respetaban la forma de pensar de los grupos 

armados pero estos también tenían que respectar sus derechos y reconocerlos como campesinos” 

(Entrevista Donaldo Quiroga, comunicación personal, 24 de septiembre de 2019). 

10.2.1 Surgimiento y reivindicaciones de la ATCC  

La ATCC, denominada Asociación de Trabajadores Campesinos del Carare, se encuentra 

ubicada en el Carare Opón. Esta abarca un total de seis municipios del departamento de Santander, 

estos son: Cimitarra, Landázuri, El Peñón, Sucre, La Belleza y Bolívar (ver Figura 2). Asimismo, 

está compuesta por 650 socios, 36 Juntas de Acción Comunal y 14 organizaciones de base (CNRR, 

2008).  
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La organización ATCC fue creada el 27 de mayo de 1987 (Acta de Constitución), con el 

objetivo de luchar y reivindicar derechos como la vida, la paz y el trabajo (Estatutos ATCC) ante 

las recurrentes violaciones cometidas contra los derechos humanos por parte de los actores 

armados, y con el propósito de reconstruir la autonomía campesina y asumir funciones de 

resolución de conflictos.  

El surgimiento de la asociación fue la respuesta que dieron los campesinos a la ley del silencio 

que hasta el momento había impedido el diálogo entre los miembros de la comunidad (CNMH, 

2011) y los grupos armados, acerca de los hechos y las violaciones que ocurrían cada día. 

Igualmente, la ATCC se encargó de muchas de las responsabilidades que eran asumidas por los 

grupos armados, pero cuya resolución le correspondía a la comunidad y a la organización. De 

modo que la asociación creó una estrategia que marcó el rumbo de la resistencia civil, denominada 

“brazos arriba”, cuyo propósito era resistir al conflicto armado.  

Brazos arriba fue una expresión de los primeros dirigentes, que era cuando se enfrentaban a 

los diálogos y era decir acá venimos con los brazos arriba, era una estrategia de decir, si nos 

van a matar nos matan es con los brazos arriba porque no tenemos cómo defendernos, 

entonces, inclusive era una expresión oral de uno de los fundadores que fue Josué Vargas el 

primer presidente, y aquí estamos con los brazos arriba, miren a ver qué van hacer porque 

nosotros sí vamos hacer esto y esto, pero dónde nos encuentren nos van a encontrar con los 

brazos arriba para ustedes, pero callados no nos vamos a seguir callando, vamos a reclamar 

nuestros derechos, vamos a reclamar nuestra autonomía. Era una expresión de humanizar los 

diálogos.  

La ley del silencio nadie podía hablar, nadie podía decir que había visto la FARC, nadie 

podía decir que me están matando a mi vecino o desaparecieron a mi vecino, o están 

torturando a mi vecino, no podía decir nada porque si lo conoce usted también venga para 

acá también. Entonces era eso, no se podía hablar. (Entrevista Donaldo Quiroga, 

comunicación personal, 24 de septiembre de 2019) 

Con la constitución de la asociación se presentaron estrategias de diálogo y se informó a las 

diferentes instancias del Estado —dentro de los cuales estaban el gobernador, el secretario de 
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Gobierno Departamental y el Ejército Nacional— de la decisión tomada por los campesinos, así se 

convocó a la primera Asamblea General (CMH, 2011). Como resultado de las reuniones con las 

instancias del gobierno y los grupos al margen de la ley, se estableció que los diálogos que 

realizaba la ATCC con cualquiera de los grupos armados debían ser:  

Los diálogos eran abiertos, con actas públicas, es decir, hoy se hizo esta reunión usted me 

la firma, señores de las FARC usted me la firma que fue lo que acordamos, y esa acta uno 

iba y se la llevaba al ejército de lo que hablamos con ellos, y si hablamos con el ejército 

también, entonces era algo abierto para quitar esos celos, ahí ya comienza a darle forma a 

la asociación, entonces ya nació (…). Se sacaron estatutos (…) yo estuve desde el comienzo 

en este proceso, estuve desde el inicio, cuando se creó los estatutos (…) se empezó a revisar 

cómo se sostenía financieramente la organización y se comienza desde la misma 

organización a recibir apoyo de unos, se comienzan a crear escuelitas, se comienzan a crear 

algunos puestos de salud y desde ahí comienza a formarse hasta el noventa. (Entrevista 

Donaldo Quiroga, comunicación personal, 24 de septiembre de 2019) 

Por otra parte, entre los años 80 y 90, frente a las acciones de los grupos paramilitares, así como 

la amenaza de algunos directivos de la asociación de denunciar lo sucedido, y del apoyo que le 

brindaban las fuerzas militares y algunos civiles (CNRR, 2011), los paramilitares toman 

represalias contra los líderes de la ATCC y contra la periodista Silvia Duzán, al querer hacer de 

conocimiento público todas las memorias y la verdad del conflicto sufrido en el Carare.   

Los paramilitares aprovechan ellos venían haciendo el seguimiento qué día venían hacer 

ese trabajo de investigación, la BBC de Londres, la periodista Silvia Duzán, y aprovechan 

precisamente ese día que estuvimos en Cimitarra, pues afortunadamente yo estuve ahí todo 

el tiempo, que la reunión era el sábado, el sábado no llegó ella, estuvimos el domingo y el 

domingo no llegó ella, estuvimos el lunes y el lunes hasta medio día no llegó y nos fuimos 

con otros compañeros; y precisamente ese lunes ya fue que ella llegó en la tarde y la 

mataron junto con otros compañeros. Una de las estrategias paramilitares es eso, primero 

como acabar con los dirigentes, y al acabar con los dirigentes era acabar con el proceso y 
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también como hacer el escarnio con la periodista. (Entrevista Donaldo Quiroga, 

comunicación personal, 24 de septiembre de 2019) 

Ante las sistemáticas violaciones de derechos humanos y los acontecimientos como la muerte 

de los líderes de la ATCC y de la periodista Duzán: 

La comunidad se empodera nuevamente en el proceso dándosen varias hechos en pro de la 

resistencia como lo es la entrega del Premio Nobel de Paz y la Constituyente del 91, la cual 

brinda garantías a la ATCC de ser una organización. (Entrevista Donaldo Quiroga, 

comunicación personal, 24 de septiembre de 2019) 

Por otra parte, la organización realiza un acuerdo con los paramilitares mediante el cual “se 

firma el pacto de respeto por la vida”, tal y como quedó contemplado en el Acta de Constitución 

de la ATCC (CNRR, 2011).  

Por consiguiente, el proceso de resistencia civil y de mediación de los pobladores del Carare 

(Hernández, 2012), junto con la creación de la ATCC en el 87, dio lugar a establecer un Proceso 

de Paz con los grupos armados presentes en la región de influencia de la organización, el cual 

marcó un discurso sobre la violencia en la zona (CNRR, 2011) y fue un grito de cese al conflicto 

armado en pro de los campesinos. La legitimación del Proceso de Paz se dio una vez que todos los 

grupos armados firmaron los acuerdos de respeto por la vida de los pobladores campesinos, a la 

vez que cumplían con estos.    

El Proceso de Paz fue como humanizar la guerra con un diálogo de entendimiento entre las 

partes, también cómo usted lo pueda ver es una resistencia no violenta, que se resistió y 

como resistencia civil no violenta, era reclamar un derecho, y el derecho era de vivir, de 

vivir en paz, de respetar al otro con todas sus diferencias pero exigir ese mismo respeto. Es 

una resistencia que dijo queremos estar en el territorio, donde dijimos desde un principio 

preferimos morir antes que matar, pero queremos estar en el territorio; lo otro, queremos 

ser autónomos en el territorio y desde esa autonomía, se empieza a dar todo el tema 

organizativo. (Entrevista Donaldo Quiroga, comunicación personal, 24 de septiembre de 

2019. 
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Además, cabe mencionar que frente al aislamiento que sufría la región y la ATCC por parte del 

Estado, en el año 2004 y por primera vez la asociación contó con el acompañamiento de la Alcaldía 

de Landázuri, la ACNUR, la parroquia de Cimitarra, la Organización Femenina Popular, Red de 

Solidaridad Social y el Batallón Rafael Reyes. Estos apoyaron su Proceso de Paz para superar la 

crisis que había dejado el conflicto armado, y así empezar a implementar el Plan de Desarrollo de 

la ATCC para el fortalecimiento organizativo y el desarrollo de estrategias en diferentes áreas, que 

permitieran garantizar sus derechos mínimos (CNRR, 2011). 

Como resultado del apoyo de las diferentes instituciones (mencionadas en apartados anteriores), 

la expedición de la Ley 975 de 2005 y las gestiones realizadas por los líderes de la ATCC, la 

CNRR inicia el acompañamiento para establecer el Plan de Reparación Colectiva de acuerdo con 

los daños reconocidos y aprobados a causa del conflicto armado. Esto, con el fin de reivindicar los 

derechos colectivos que se articulan de manera directa con los derechos humanos, como los 

derechos de asociación, a la igualdad, al trabajo, a gozar de un ambiente sano, entre otros, y el 

Derecho Internacional Humanitario3.,  

10.2.2 Daños colectivos reconocidos por la CNRR a la ATCC  

Ahora bien, en consecuencia a los actos de violencia cometidos por los grupos armados, y la 

omisión del Estado representada en la desprotección y ausencia de garantías constitucionales 

(como los DDHH y la prestación de servicios que garantizaran una vida digna a los pobladores del 

Carare, en especial a los miembros de la asociación como sujeto colectivo), fueron reconocidos 

como daños colectivos en el Plan de Reparación Colectiva de la ATCC por parte de la CNRR 

(2008): la no ejecución del proyecto de vida colectivo, la afectación psicosocial, la afectación 

interna de la organización, la estigmatización, los impactos socioeconómicos y los impactos a la 

vida comunitaria, con el propósito de realizar una reparación integral a estos. 

                                                

3 Grupo focal Líderes ATCC, Bucaramanga (Santander), 23 de septiembre de 2019. 
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10.2.2.1 La no ejecución del proyecto de vida colectivo  

La Corte Interamericana ha reconocido que la violación a los derechos humanos puede ser 

catalogada como material e inmaterial (Calderón, 2013). De modo que la afectación al proyecto 

de vida es clasificada como un daño inmaterial susceptible de reparación integral.  

Los proyectos de vida colectivos se refieren a la articulación de proyectos de vida individuales 

en proyectos y programas de acción colectivos que permiten definir las aspiraciones, expectativas 

y metas de los individuos de la comunidad en acción social (Hernández, 2004). Por esa razón, y 

en vista de que la ATCC se concentró en atender y resolver las amenazas y el conflicto armado 

que les acaecía, olvidaron cómo desarrollar las actividades propias del campo, de la vida en 

sociedad y del crecimiento económico en la comunidad (CNRR, 2008).  

De ahí que la CNRR reconociera este daño a la población miembro de la ATCC, y enfatizara 

en el hecho de que esta marcara un derrotero en la solicitud del respeto a la vida, así como también 

en materia de fortalecimiento y consolidación político-administrativa de la organización y en el 

respeto a sus aspiraciones y metas colectivas. 

10.2.2.2 Afectación psicosocial  

Dentro del proceso de reparación colectiva se ha establecido el reconocimiento de los daños, 

deterioros, y pérdidas que afectan la condición emocional tanto de los individuos como de la 

colectividad, las dinámicas familiares, el tejido social e institucional de la comunidad, y los 

elementos culturales (Corporación AVRE, 2007) y espirituales que la componen. Por lo tanto, una 

reparación psicosocial efectiva debe contar con elementos que permitan mitigar y aliviar los 

efectos que tiene la violencia; así como restablecer las condiciones de plena salud mental, 

emocional y física, tanto en las víctimas como en su núcleo familiar; y retornar la confianza y 

solidaridad en la comunidad para reconstruir el tejido social. 

De esa manera, las diferentes etapas del conflicto armado que afectaron a los miembros de la 

organización de la ATCC por más de 37 años, dieron paso a que la CNRR reconociera la afectación 

psicosocial, y estableciera que públicamente las personas reconocían que se habían acostumbrado 
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a los impactos psicológicos y culturales que los afectaban, pero, además, en las conversaciones en 

privado manifestaron tener alteraciones en su conducta que no eran reconocidas en público 

(CNRR, 2008). 

10.2.2.3 Afectación interna de la organización 

Los hechos de violencia y conflicto armado están dirigidos a generar afectaciones a las 

organizaciones que cuentan con una fuerte identidad cultural, política y social como es el caso de 

la ATCC. Pues, a través de las comunicaciones establecidas, se evidenció que una vez fue 

constituida la asociación los grupos armados cometieron hechos violentos que estaban dirigidos 

hacia los líderes sociales, líderes espirituales, y a personas miembro que eran representativas, con 

la finalidad de afectar su identidad como organización, los procesos de paz que adelantaban y la 

capacidad de movilizar a los campesinos.  

En este contexto, se encontró que la CNRR (2008) estableció que los niveles de confianza de 

los campesinos asociados disminuyeron con respecto a la organización y viceversa, debido al 

traslado en corto tiempo de los diferentes grupos armados en la zona, lo cual generó desconfianza 

relacionada con la promoción y el control de los cultivos ilícitos. Asimismo, se evidenció que las 

sucesivas ocupaciones ocasionaron la división de los integrantes de la asociación. 

10.2.2.4 Estigmatización  

La estigmatización es una condición o comportamiento, por la cual se cataloga a una persona 

como perteneciente a un grupo social sobre cuyos miembros se establecen atributos negativos o 

socialmente inaceptables. Por ello dentro del Plan de Reparación Colectiva de la ATCC se 

estableció como daño colectivo la estigmatización a los líderes y a miembros de la organización, 

puesto que, la extensión y ubicación de los miembros de la ATCC abarca 36 veredas a lo largo del 

río Carare, donde igualmente se encontraban diferentes grupos armados (CNRR, 2008) 

Por esa razón, se evidenció que pese a los esfuerzos que la ATCC realizó por generar diálogos 

y negociaciones, esta fue objeto de estigmatizaciones que se tradujeron en ausencia estatal en el 

territorio y en la falta de acompañamiento. Aunado a lo anterior, el Carare fue calificado como 
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zona roja (de alta peligrosidad), lo cual ocasionó que muchos de los pobladores se vieran obligados 

a huir por temor a que los mataran y a ser catalogados como colaboradores de los grupos armados. 

Por otra parte, la estigmatización a los miembros de la ATCC tuvo repercusiones individuales en 

contra de los dirigentes y los líderes, a quienes se les vulneraron sus derechos a la vida y a la 

integridad, así como también se vieron afectados los derechos de su familia y de la comunidad.  

10.2.2.5 Impactos socioeconómicos  

El impacto negativo de la violencia generada por los conflictos armados repercute en el 

crecimiento económico y social de una comunidad, el cual se vislumbra de diferentes maneras, a 

saber: en la destrucción del capital humano y físico; en la afectación de la producción y la 

comercialización de productos y servicios; en la incertidumbre que desincentiva la inversión 

(Durán, 2011); y en el olvido por parte el Estado, representado en el apoyo a otras políticas que no 

se relacionan con las organizaciones víctimas del conflicto.  

El Carare se caracterizó por ser una región del Magdalena Medio, el cual contaba con grandes 

áreas para la explotación maderera y productiva de cultivos agrícolas tradicionales. Pese a ello y a 

la voluntad y al esmero de los miembros de la ATCC para superar los desequilibrios y las 

desigualdades presentadas por causa del conflicto armado, estos aunaron todos sus “esfuerzos en 

mitigar los efectos del conflicto en la vida” de los campesinos, y sobrevivieron con los escasos 

recursos que tenían (CNRR, 2008, p. 12). Por lo tanto, se evidenció que la ATCC es una comunidad 

que, aunque luchó por salvaguardar los derechos individuales y colectivos de la comunidad 

campesina, no logró desarrollar la facultad socioeconómica caracterizada como la capacidad de 

generar ingresos para mantener la prosperidad y el bienestar económico de los miembros del grupo, 

de modo que el impacto socioeconómico es reconocido por la CNRR como otro daño colectivo.  

10.2.2.6 Impactos en la vida comunitaria 

El conflicto redujo las posibilidades de disfrutar una vida en comunidad, así como también de 

realizar actividades sociales, políticas, económicas y culturales cotidianas que contribuyeran a una 

mejor calidad de vida grupal; también ocasionó la ruptura de la estrecha relación y el vínculo 
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existente entre los miembros de la comunidad. Por ello, la CNRR reconoció el impacto en la vida 

comunitaria como un daño, y estableció tres puntos relevantes que le dieron origen a este: el 

primero hace referencia a los desplazamientos y a la desintegración de la comunidad; el segundo, 

a la organización comunitaria y a la incidencia política; el último se refiere a la pérdida de ingresos 

(CNRR, 2008). A continuación, se presentan los puntos establecidos por la CNRRR:  

• Desplazamientos y desintegración de la comunidad. El desplazamiento se describe como una 

respuesta de protección a las amenazas y la vulneración de los derechos sociales y colectivos 

a mujeres, hombres, niñas, niños, adolescentes y comunidades, sin distinción alguna. Una de 

las afectaciones que se presentan de manera frecuente en el desplazamiento es la ruptura del 

tejido social y las estructuras comunitarias, los cuales tienen todos los rasgos culturales, 

tradiciones y conocimientos ancestrales y grupales que los caracteriza (ACNUR, 2015). 

Así, dentro del Plan de Reparación Integral establecido por la CNRR (2008) se hace alusión al 

desplazamiento que vivieron los miembros de la ATCC, donde se señala:  

[Que] el 21 de noviembre de 2001, 120 familias se desplazaron de El Abarco, El Pescado, 

La Ceiba, Campobanda y Brisas del Minero. Los campesinos que se quedaron o los que 

volvieron muy rápidamente realizaron lo que denominaban una resistencia civil. Se 

agruparon en una casa campesina, obra colectiva destinada a ser ejemplo del nuevo modelo 

de vida rural promovido por la ATCC, que se encuentra (sin acabar) en el asentamiento 

humano La Pedregosa. Se instalaron durante tres días y vinieron a apoyarlos 700 personas 

provenientes de diferentes veredas: La Caoba, Mata de Guadua, La Arena, La Yumbila. 

Corría el rumor de que las AUC iban a quemar la tienda comunitaria que queda en la Casa 

Campesina (destinada a la compra y venta de productos e insumos a costos bajos para los 

integrantes de la ATCC) y personas de todas las veredas acudieron a la defensa de su 

proyecto. (p. 12) 

Es así como se vislumbra que el desplazamiento causa que las relaciones y los roles de los 

miembros de una comunidad sean agredidos y modificados dramáticamente, y causen traumas 

colectivos, desintegración por parte de la comunidad, ruptura de redes de protección y procesos 
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de liderazgo que se lleven a cabo, y, finalmente, terminan en la desconfianza por parte de los 

miembros de la comunidad hacia esta y hacia el Estado (ACNUR, 2015). 

• Organización comunitaria e incidencia política. Los procesos de organización y desarrollo 

comunitario se establecen en la mayoría de los casos durante el posconflicto, y la ATCC 

no es la excepción, aunque esta había adelantado procesos de liderazgo y defensa de los 

derechos humanos de los campesinos durante el conflicto. Dentro del PRC a la ATCC, la 

CNRR (2008) estableció que “la organización comunitaria se fortaleció pero no se 

desarrolló” (p. 12), puesto que, una vez termina el conflicto armado la ATCC tiene que 

realizar un plan de rediseño económico, pero no cuenta con los recursos para realizarlo. 

Asimismo, la incidencia política se encuentra limitada por causa de la estigmatización al 

grupo en la región del Carare.  

• Pérdida de ingresos. Según la ONU (2005) la reparación debe realizarse de manera 

apropiada y proporcional a los perjuicios económicamente evaluables como consecuencia 

de la afectación a los DDHH y al DIH, entre otros, esto incluye la pérdida de oportunidades, 

en particular, las de empleo, educación y prestaciones sociales; así como los daños 

materiales y la pérdida de ingresos, que incluyen el lucro cesante. 

Por lo anterior, y en concordancia con el ordenamiento jurídico colombiano, la CNRR en 

el Plan de Reparación Colectiva a la ATCC estableció que, una vez superada la etapa del 

conflicto armado, las familias y habitantes de la zona no cuentan con un trabajo que les 

permita generar algún ingreso, y los campesinos no son propietarios de las tierras para vivir 

del jornal, por lo tanto, el único medio para vivir es el río. Aunado a ello, la única “oferta 

de trabajo se limita a los jóvenes en el ejercicio de la cocina y limpieza de casa”, en el 

reducido comercio de la zona y en las fincas como obreros (CNRR, 2008, p. 13). 

 

 

 



 

 

63 

 

10.3 Objetivo 1. Proceso de reparación colectiva en la ATCC 

10.3.1 Programa Institucional de Reparación Colectiva (PIRC) 

La reparación colectiva es un derecho establecido en la Carta Magna para grupos, pueblos, 

organizaciones sociales y políticas que hayan sido afectados por la violación de derechos 

colectivos, así como también la afectación grave a derechos individuales de los miembros de un 

colectivo, o el impacto colectivo de la afectación de derechos individuales (Boletín CNRR, 2011). 

Ahora bien, en virtud de la Ley 975 de 2005 y la Ley 1448 de 2011, la reparación colectiva tiene 

como objetivo la inclusión ciudadana de los sujetos colectivos para que estos gocen plenamente 

de sus derechos, la reconstrucción de la confianza por parte de la sociedad en el Estado y la 

recuperación de la legitimidad del Estado social de derecho, para así garantizar el efectivo goce y 

disfrute de los derechos fundamentales (PIRC CNRR, 2011). 

Acorde a lo anterior, el Programa Institucional de Reparación Colectiva, PIRC (2011) fue 

creado por el Estado con la finalidad de garantizar un acceso pronto y eficaz a la reparación 

colectiva. Para lo cual estableció cinco objetivos específicos que se implementan de manera 

gradual y progresiva, a saber: el reconocimiento y dignificación de los sujetos colectivos 

victimizados; la reconstrucción del proyecto de vida colectivo y/o planes de vida y/o proyectos de 

etnodesarrollo; la recuperación psicosocial de las poblaciones y grupos afectados; la recuperación 

de la institucionalidad propia del Estado social de derecho, pluriétnico y multicultural; y la 

promoción de la reconciliación y la convivencia pacífica.  

• Reconocimiento y dignificación de los sujetos colectivos victimizados. Las acciones del 

PIRC deben estar orientadas a reconocer a las víctimas, las violaciones y el impacto y daño 

producido. Además de los daños causados por las acciones de los grupos armados, el PIRC 

pretende reconocer la omisión y el olvido por parte del Estado, por lo cual crea mecanismos 

de participación eficientes e implementa la capacidad de veeduría para seguir y evaluar los 

planes implementados (PIRC CNRR, 2011). 

• Reconstrucción del proyecto de vida colectivo y/o planes de vida y/o proyectos de 

etnodesarrollo. Las medidas del PIRC deben fortalecer el patrimonio cultural y espiritual 
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de las comunidades, grupos y pueblos afectados para la reconstrucción del tejido social y 

cultural. En ese sentido, se debe restablecer y garantizar los derechos colectivos como el 

buen nombre, la dignidad, las libertades sindicales y asociativas, la supervivencia cultural, 

entre otros. Igualmente, el Estado debe garantizar la participación con la finalidad de llevar 

a cabo las medidas establecidas (PIRC CNRR, 2011). 

• Recuperación psicosocial de las poblaciones y grupos afectados. El PIRC propenderá por 

la autonomía en las comunidades y buscará promover acciones que subsanen los daños 

colectivos e individuales. De igual modo, propenderá por el fortalecimiento de los recursos 

propios de cada colectivo y las prácticas saludables de interrelación (PIRC CNRR, 2011). 

• Recuperación de la institucionalidad propia del Estado social de derecho, pluriétnico y 

multicultural. Dentro de esta medida el PIRC tiene como finalidad generar confianza entre 

las comunidades víctimas del conflicto armado y el Estado, por lo cual establece el 

fortalecimiento y la presencia institucional para garantizar los derechos humanos de los 

grupos afectados. Asimismo, establece medidas tendientes a garantizar el goce efectivo de 

los derechos mediante la implementación eficaz de las políticas públicas; y garantizar la 

participación, el trato digno, el reconocimiento del enfoque reparador, la diversidad cultural, 

etc.  

• Promoción de la reconciliación y la convivencia pacífica. Las medidas de reparación 

establecidas en la ley están orientadas a la reconciliación, entendida como el proceso de 

construcción de convivencia y de restauración de las relaciones entre los diferentes 

segmentos de la sociedad, la cual debe ser garantizada por el Estado (art. 187, Ley 1448/11). 

Es así que el PIRC permite avanzar en la modificación de aquellas estructuras sociales, 

políticas y legales que se desprenden de actos de violencia.  

10.3.2 Componentes de la reparación colectiva establecidos en el Decreto 4800 de 2011  

A partir del diagnóstico de los daños en el plan piloto y de las actividades encaminadas a realizar 

el diseño del Plan de Reparación Colectiva a la ATCC, se construyeron las medidas que fueron 

agrupadas de acuerdo con los componentes que estableció el Decreto 4800 de 2011, el cual señala: 
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• Recuperación de la institucionalidad propia del Estado social de derecho a través de 

acciones y medidas tendientes a fortalecer la presencia permanente de las instituciones, con 

fundamento en el respeto y promoción de los derechos humanos, la capacidad de respuesta 

local para la garantía de derechos, la transformación de la cultura institucional, así como los 

mecanismos ciudadanos e institucionales de control y participación. También buscará la 

depuración de aquellos funcionarios que cohonestaron con prácticas violatorias de derechos 

humanos. 

• Construcción colectiva de ciudadanía política a través de la promoción de la participación 

y fortalecimiento de los sujetos de reparación colectiva en los aspectos públicos de decisión 

e incidencia, con miras a la transformación de la cultura política ciudadana, la cualificación 

de liderazgos, vocerías legítimas y no discriminatorias. 

• Reconstrucción de los proyectos comunitarios, sociales y/o políticos afectados a partir del 

reconocimiento de la victimización, del daño colectivo y su reparación a través de medidas 

materiales, políticas y simbólicas 

• Reconstrucción del tejido social y cultural de los sujetos de reparación colectiva a través de 

medidas y acciones del Programa de Reparación Colectiva, orientadas a la toma de 

conciencia por parte de la sociedad y las comunidades y grupos sociales de su papel activo 

como sujetos de la reparación colectiva. 

• Rehabilitación comunitaria articulada a la atención psicosocial y dirigida a la reconstrucción 

del tejido social y a la protección de la cultura. 

• Restablecimiento de las condiciones que permitan y potencien la existencia y el papel de 

comunidades, grupos y organizaciones sociales y políticas a través de su restitución, 

rehabilitación y fortalecimiento como actores sociales y políticos en la construcción de la 

democracia. 

• Articulación de medidas materiales de reparación colectiva con otras medidas de la política 

pública sobre derechos sociales, económicos, culturales y políticos, con el fin de alcanzar 

el goce efectivo de los mismos. 
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• Construcción de memoria histórica como aporte al derecho a la verdad del que son titulares 

los sujetos de reparación colectiva, sus miembros individualmente considerados y la 

sociedad en su conjunto. (Art. 226) 

Los componentes referidos son de gran importancia, dado que, de acuerdo con las afectaciones 

sufridas por la ATCC y con base en ellos la CNRR definió la ruta de reparación colectiva y, 

finalmente, aprobó las medidas de reparación colectiva en la ATCC. 

10.3.3 Proceso de reparación colectiva en la ATCC contemplado por la CNRR  

En el marco de la Ley 975 de 2005 se inicia la consolidación y el acompañamiento en el proceso 

de reparación a la ATCC por parte de la CNRR Regional Nororiente, el cual se encuentra dividido 

en tres etapas. La primera consiste en la descripción de un piloto, cuya finalidad es realizar un 

diagnóstico y línea base para la reconstrucción de las medidas; la segunda, establece las actividades 

encaminadas al perfeccionamiento y diseño del Plan de Reparación Colectiva; y la última consiste 

en el Plan de Reparación Colectiva propuesto por la ATCC (CNRR, 2011). 

10.3.3.1 Primera etapa. Plan Piloto de Reparación Colectiva ATCC.  

Se dio inicio al proyecto piloto por parte de la ATCC en acompañamiento de la CNRR con base 

en sus experiencias, con la finalidad de “construir la propuesta del programa de reparación en 

agosto de 2007”. El piloto realizado en la ATCC fue uno de los pioneros en Colombia, y aunque 

la CNRR no contaba con la experiencia para efectuarlo, utilizó como estrategia la “participación 

de la comunidad” para identificar cada uno de los desafíos y las propuestas (CMH, 2011, p. 438). 

Los pilotos empezaron a diseñarse a través de una hoja de ruta, siempre la comisión habló 

de confianza, que para un proceso de reparación y reconciliación, y en aras de la 

reconciliación más allá de reparar a las víctimas era volver a adquirir confianza. Entonces 

la comisión tendía que llegar a eso, cómo adquirir la confianza con las víctimas que tenían 

esa ausencia de presencia de Estado, de que el propio Estado había sido autor de sus daños 

individuales y colectivos o la falta de presencia frente a denuncias, frente a requerimientos, 

quejas, hechos notorios que el Estado no hacía nada, y todas las violaciones e infracciones 
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a los derechos humanos y al Derecho Internacional Humanitario. Esa primera fase se llama 

acercamiento a las comunidades, saber llegar a las comunidades, hacer los primeros 

contactos, adquirir la confianza, volver a que crean en la institucionalidad porque es la 

Comisión Nacional de Reparación una comisión mixta, gobierno, Estado, sociedad civil, 

víctimas, entonces volver a que crean y tratar de que no fue una sola ida, sino que fuera 

permanente. (Entrevista David Peña, comunicación personal, 25 de septiembre de 2019) 

Con la participación de toda la comunidad que conformaba la ATCC, se inició el diagnóstico 

por parte de la CNRR, y en agosto de 2008 —mediante reunión convocada en el Colegio Integrado 

en la India— fue expuesto al gobernador de Santander, a las entidades del orden nacional y al 

viceministro Francisco Santos quien recomendó replantear la propuesta de las posibles medidas e 

incluyó preguntas sobre cómo, dónde, cuándo, cuál era el costo, y qué debía contener cada medida 

en concreto, con la pretensión de aterrizar la propuesta (CMH, 2011).   

Sin embargo, y ante la sugerencia del Gobierno Nacional, la CNRR y la ATCC lograron que 

los alcaldes que hacen parte de los seis municipios de influencia de la ATCC, “brindaran apoyo 

mínimo en temas de vías y acciones básicas”, las cuales fueron estipuladas como tareas de las 

entidades territoriales (CMH, 2011, p. 439). 

En esta primera etapa se dio un trabajo coordinado entre la ATCC y la CNRR para establecer 

medidas y acciones encaminadas a la reparación de la asociación, acorde a su plan de vida y a los 

daños sufridos. Así: 

Se inicia una etapa que es concretar las medidas colectivas, pero a partir de qué, de mirar 

el daño, qué tipo de daño es individual y cuál es el daño colectivo, en donde hay unos daños 

que realmente pueden ser individuales pero en sumatoria pueden dar lo colectivo, por 

ejemplo, los homicidios, el tema de homicidio de los líderes, no de cualquier otro miembro 

de la comunida sino de los líderes que afectó a sus familias de manera individual, pero 

afectó directamente, no indirectamente, sino directamente a la asociación; los daños que 

hicieron que hicieron colectivamente precisamente al derecho de la asociación, los daños 

colectivos ambientales que se cometieron también allí, es decir, identificarnos, pero para 
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eso había que hacer un proceso de capacitación, de apropiación para efectos de llegar a que 

ellos entendieran y pudieran votar todo o que conocen y con una verdadera participación. 

(Entrevista David Peña, comunicación personal, 25 de septiembre de 2019) 

 

10.3.3.2 Segunda etapa. Actividades encaminadas al perfeccionamiento, diseño y formulación 

del Plan de Reparación Colectiva.  

Ante la sugerencia del Gobierno Nacional, la CNRR y la ATCC lograron realizar una segunda 

presentación de cada una de las medidas, las acciones y los daños colectivos sufridos en la 

gobernación de Santander, en una plenaria de la comisión descentralizada con la Vicepresidencia 

de la República y los delegados de las diferentes entidades.  

Uno de los puntos de la agenda fue presentar la propuesta de reparación colectiva de la 

India, donde habló en ese momento Lucho Serna lo presentó, la comisión lo respaldó, la 

Sede Regional lo explicó, pero comenzó a faltar todavía cosas, bajelo a proyectos, esas 

medidas bajelo a proyectos. Inicia una tercera fase que ya fue más corta, menos de once 

meses y más aporta que ya sabíamos que la comisión se iba, la comisión desaparecía, ya 

comienza en tránsito de irse un gobierno y llegar el otro. Se logra a través de la cooperación 

internacional que le invirtió plata, contrata ya arquitecto, ingeniero, economista, y se hace 

un proceso allá de llevarlos, la confianza que ya tenían en nosotros de decir mire estos son 

nuevos pero son parte del equipo no directamente de la comisión sino de recursos de la 

USAID, del Fondo Canasta, de la OIM, que los van a financiar para que con ustedes 

construyan los proyectos de esas medidas. Es cuando aparece el proyecto educativo, se 

concreta el proyecto agropecuario, el proyecto del parque de la memoria. Todo ese proceso 

tan importante que se concreta y ya con números, con unas fichas, cuánto vale. O sorpresa 

cuando se presenta nuevamente ante la comisión, siete mil millones de pesos, era mucha 

plata, pero creo que esos siete mil eran insignificantes si empiezan gradualmente a hacerlo, 

de alguna manera se hubiera reparado actualmente a la ATCC. (Entrevista David Peña, 

comunicación personal, 25 de septiembre de 2019) 
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Igualmente, en esta etapa participaron las entidades territoriales de influencia de la ATCC, y se 

estipuló el plan de vida de la ATCC en los planes de desarrollo de los municipios, así como se 

estipularon algunos proyectos de infraestructura en carreteras (CNRR, 2011). 

10.3.3.3 Tercera etapa. Proceso de reparación colectiva  

En la creación de las medidas y acciones diseñadas para la implementación del proceso de 

reparación colectiva, fueron creadas estrategias paralelas como la reparación ambiental y a los 

mínimos vitales de la comunidad. Ello, mediante la participación de diferentes nodos e 

instituciones gubernamentales y no gubernamentales, la cual dependía de la naturaleza de las 

actividades a efectuar (CHM, 2011). Dentro del proceso de reparación participó, por ejemplo, la 

Universidad Santo Tomás, a través de formulación de proyectos como el manejo de residuos 

sólidos, la viabilidad de finca campesina y el diseño de la página web de la ATCC (CNRR, 2011). 

En relación a las acciones ambientales, estas fueron propuestas teniendo en cuenta el “grave 

deterioro y daño que sufre el medioambiente y por consecuencia las comunidades que habitan este 

territorio” (CHM, 2011, p. 446). Ahora bien, para restablecer el daño ambiental se deben verificar 

las condiciones ambientales en las cuales este se encontraba antes de la ocurrencia de la afectación 

y después de la ocurrencia del daño (Serrano, 2009); de ese modo, dentro del proceso que 

adelantaba la Corporación Autónoma de Santander (CAS) para declarar Parque Nacional Regional 

a la zona de la Serranía de Las Quinchas y la Cuchilla del Minero —lugar donde se encuentran 

ubicadas algunas de las víctimas de la ATCC— la CNRR gestionó ante la CAS la inclusión de las 

víctimas dentro del proyecto, puesto que, de no realizarse sus condiciones de vida se podían ver 

afectadas y se podría revictimizar a las comunidades (Serrano, 2009). 

Aunado a lo anterior, en el año 2010 se suscribieron dos convenios entre la ATCC y la CAS, 

cuyo objeto contractual fue la “toma de conciencia ambiental en la comunidad y el segundo la 

puesta en marcha de un vivero de 30 000 plantas para la reforestación y productividad” (CHM, 

2011, p. 446).   

Por otra parte, en cuanto a las acciones para garantizar los mínimos vitales de la ATCC se 

articularon diferentes entidades con la asociación como la USAID y la OIM, quienes apoyaron 
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financiera y administrativamente los programas, con la finalidad de solucionar y satisfacer ciertas 

necesidades básicas de la comunidad (CNRR, 2011). Igualmente:  

Se logró vincular al departamento de Santander, al ente territorial, y dio lugar a que 

independientemente de este proyecto piloto, se logró que en los Comités Territoriales de 

Justicia y Paz, se estableciera como un programa especial de reparación colectiva desde el 

departamento, para que complementara mientras nosotros avanzábamos; entonces la 

llegada del departamento en temas de educación, en el tema de las viviendas que había 

empezado a construir unas viviendas, un barrio pero no se había como terminado, estaba 

como abandonado; el tema de los componentes de alcantarillado para ese barrio, o sea, 

cosas como de mayor atención, de llevar ciertos programas del SENA, llevar temas de otras 

instituciones que no llegaban porque eran centralizadas, entonces llevar la Fiscalía, llevar 

la Defensoría del Pueblo, llevar las alcaldías, en un momento por lo menos se 

comprometían arreglar las carreteras terciarias. Se logró articular otros esfuerzos paralelos 

mientras el proyecto avanzaba y se realiza el Plan de Reparación Colectiva. (Entrevista 

David Peña, comunicación personal, 25 de septiembre de 2019) 

En la etapa de justicia transicional, la CNRR dejó aprobadas las medidas y acciones de 

reparación colectiva para la ATCC, de modo que la UARIV realizara la articulación con esta 

entidad y empezara a trabajar en el proceso de implementación de los proyectos socializados con 

la comunidad, y aprobados también a nivel nacional.  

Es bueno decir que, una vez comienza a darse esa transición de que se termina la Comisión 

Nacional de Reparación, porque aparece la Ley 1448 de 2011 y da lugar a esa transición, 

en donde la Unidad Nacional de Atención Integral de Víctimas queda con la 

responsabilidad de la reparación colectiva, pero que debe en todos los componentes y de 

manera general recibir las enseñanzas y lecciones aprendidas, los documentos como tal de 

la Comisión Nacional de Reparación en lo que hace parte de la Sede Regional del 

nororiente, nunca quisieron recibir los documentos originales del piloto, de pronto 

quisieron arrancar de ceros, pero la propia Ley 1448 dice muy claramente “habría una 

recepción”, entonces en ese sentido se perdió acá en la región ese avance en donde quedó 
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los proyectos planteados, estructurados, en los formatos financieramente, para comenzar a 

buscar los dineros y empezar a ejecutar, entonces nunca se pudo ejecutar nada de ello, de 

pronto quedaron cosas que quedaron muy mínimas quero de pronto a través de la memoria, 

que pudo haberse construido allá un centro de memoria no como se pensaba, pero sí 

quedaron cosas, por ejemplo, el libro del Centro de Memoria Histórica, hay unas 

fotografías que se hicieron, audios que pueden servir para ese gran proyecto de memoria 

que quiere hacer la ATCC. Pero no es realmente, que hallamos dicho que comenzó a 

ejecutar porque faltó darle realidad a eso que en tres fases se logró. Ahí se perdió ese rumbo 

y esa oportunidad que se tenía para hacer realidad el piloto. (Entrevista David Peña, 

comunicación personal, 25 de septiembre de 2019) 

Finalmente, el plan piloto realizado por la comisión reconoció el enfoque diferencial 

garantizando que la población con características negras, afrocolombianas, raizales y 

palenqueras víctimas del conflicto armado accedieran a las garantías constitucionales y de 

reparación. Puesto que, “se reconocen los afro, negros, negras, raizal o palenquero, 

indígenas o Rrom”4. 

10.3.4 Medidas y acciones aprobadas por la CNRR y contempladas en el Plan de 

Reparación Colectiva de la ATCC  

El Plan de Reparación Colectiva aprobado por la CNRR en el año 2009, está compuesto por 

seis medidas, dentro de las cuales se encuentran contemplados los respectivos proyectos y acciones 

a implementar, estipuladas en el PRC a la ATCC (CNRR, 2008).  

La primera medida es el Programa de construcción de una cultura de paz y dignificación 

de las víctimas; el segundo, la rehabilitación psicosocial comunitaria; el tercero, la 

restitución del trabajo campesino y del medioambiente; el cuarto, el fortalecimiento 

                                                

4 Grupo focal líderes ATCC, Bucaramanga (Santander), 23 de septiembre de 2019. 
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organizativo y de la institución; el quinto, la restitución de bienes y servicios; y, por último, 

la corresponsabilidad de otros Estados. (CNMH, 2011, p. 450).   

Primera medida. Programa de construcción de una cultura de paz y dignificación de las 

víctimas: es una propuesta de educación para la paz mediante la cual se establece el diseño de 

programas de formación en competencias ciudadanas, sociales y culturales, relacionadas con la 

cultura campesina y la historia de la ATCC; esta formación se ofrece a instituciones y 

organizaciones que se encuentran en zonas aledañas a la organización (CNRR, 2011).  Igualmente, 

dentro del PRC a la ATCC (CNRR, 2008) se planteó la reconstrucción de la memoria histórica a 

través del parque Museo de la Vida, la Paz y la Reconciliación, un complejo donde se ubica la 

Casa Museo de Paz y la nueva sede de la ATCC, así como una plaza sendero y monumentos a las 

víctimas y a la reconciliación. Finalmente, la propuesta incluye declarar a la ATCC como 

Patrimonio Intangible de Paz Nacional, como un reconocimiento a quienes han trabajado en contra 

del conflicto armado y la violencia. 

Tabla 1. Programa de construcción de una cultura de paz y dignificación de las víctimas 

Primera medida. Programa de construcción de una cultura de paz y dignificación de las víctimas 

Proyecto Acciones  Acciones aprobadas por la CNRR 

 

 

 

 
 

 

 

 

 

1. Proyecto de educación 

para la paz  

Cátedra de la Paz  

 

 

 
 

 

 

La Cátedra de la Paz que debe contar con cuatro 

horas semanales para implementar en todas las 

veredas y colegios del área de influencia de la 
ATCC.  

 

Materiales y personal de apoyo como guías, 

cartillas, carpetas y docentes.  

 

Igualmente, gestión de becas de educación superior 

para jóvenes bachilleres a través de convenios 

liderados por la ATCC.  

 

 



 

 

73 

 

Estrategia de comunicación 

(Emisora Eco Paz) 

 

Emisora Eco Paz: el objetivo es implementar una 
estrategia de comunicación comunitaria que permita 

divulgar a nivel regional y nacional el proceso de 

paz que viene desarrollando la ATCC. 

Legalización de la emisora, dotación y adecuación 

de comunicación Ecos de Paz con equipos aptos. 

Implementar un sistema de comunicación en medios 

audiovisuales. 

Creación de una revista o libro que recalque el 

proceso. 

Creación y administración de la página web donde 

se informe los logros y avances y se pueda canalizar 

recursos.  
  

 

Mecanismos de educación para 

la paz 

 

Se gestionará con el Ministerio de Educación para 

que se implemente la Cátedra de Paz a nivel 

nacional y departamental como parte de las políticas 

públicas de educación.  

 

Instituto de Educación para la 

Paz  

Se constituirá además del Instituto para la Paz con 

área de 383.02 m2 que debe tener dos pisos. En el 

primer piso la zona administrativa y en el segundo 

aulas y biblioteca virtual.  

 

 

 

 

 
Reconstrucción Memoria 

Histórica 

 

La reconstrucción de la memoria histórica hizo parte 

de esta acción y la investigación realizada por la 

CNRR sobre la ATCC como un caso emblemático 

de resistencia civil. 
La realización de 1 vivero en la Corcovada que 

finalmente no dio resultado. 

La construcción de un Obelisco en la Zarca. 

Realización Mural de la casa campesina de La 

Pedregosa. 

Construcción del Obelisco de la India a los líderes 

caídos de la masacre de 1990 que fue construido con 

parte del dinero del Premio Nobel.  

Finalmente, el Centro de Memoria Histórica 

publicará un CD con las canciones de intérpretes 

locales sobre la violencia y la paz, así como un video 
documental sobre el proceso. 
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2. Proyecto complejo 

educativo, histórico y 

cultural parque Museo 

de la Vida, la Paz y la 

Reconciliación.  

 

Víctimas Casa Museo de Paz y 
sede de la ATCC 

 

Realización de la Casa Museo de Paz y sede de la 
ATCC que tendrá un área de 1.226.03 m2, la cual 

deberá tener dos pisos, un patio interior en el cual se 

ubique el monumento a los líderes inmolados y una 

fuente de agua en el acceso. En el primer piso se 

ubicará el salón de historia de paz, el Museo Carare, 

un salón para artesanía, un salón de reuniones, la 

emisora Ecos de Paz y oficinas.  

 

 

Monumentos  

Construcción de cinco monumentos:  

1. Monumento central de la reconciliación.  

2. El Sendero de la Historia.  
3. El monumento a la ATCC. 

4. El mapa del área de influencia.  

5. Los caminos seguros de paz (sin contar con el ya 

señalado de los líderes caídos que se encontraría en 

la casa museo). 

 

Sendero de la historia y 

caminos seguros de paz 

 

 

Establecer señalización en el parque que fortalezca 

una cultura de paz y contribuyan a identificar el 

proceso de la ATCC. Estas señales se ubicarán a los 

lados de los caminos seguros de paz.  

 

Escenarios culturales y 
deportivos  

 
Creación centro múltiple (polideportivo con 

graderías a los lados, batería de baños, un banco de 

trajes típicos, un vestuario y una cafetería. Su 

cubierta semicircular y los servicios contaran con 

cubiertas a manera de bóveda). 

Creación de un parque infantil. 

Creación de una cancha de fútbol. 

Creación del Centro de Integración la Corcovada 

(forma circular, los árboles en el centro). En el río 

debe haber una cafetería y unos alojamientos con 

el nombre de La Corcovada, la Yumbila y Campo 
Banda. 

 

 

 

3. Proyecto de 

declaratoria intangible 

de paz nacional.  

 

Gestionar ante el Ministerio de 

Cultura o el Congreso Nacional 

la creación de una declaratoria 

de Patrimonio Intangible de 

Paz Nacional. 

 

Solicitar al Ministerio de Cultura o el Congreso.  

 

A nivel nacional que diseñen mecanismos para 

realizar la declaratoria de Patrimonio Intangible de 

Paz Nacional y permita a la ATCC acceder a este 

reconocimiento.   

Fuente: elaboración propia con base en la información contenida en el PRC ATCC y (CNRR, 

2008) 
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Segunda medida. Programa de estrategia de rehabilitación psicosocial comunitaria: es una 

propuesta que tiene como prioridad restaurar los derechos afectados como la salud, la libertad, la 

vida y la integridad. Dentro de esta medida se establece como prioridad la contratación de personal 

profesional que brinde atención en el corregimiento de la India y en los demás corregimientos, 

para lo cual se propone un grupo móvil (CNRR, 2011). También se estipula un proyecto de 

estrategia de rehabilitación psicosocial y rehabilitación a personas adictas a las sustancias 

psicoactivas.   

Es indispensable señalar que a partir de esta segunda medida del Plan de Reparación Colectiva 

de la ATCC, no se contemplan medidas intermedias que lleven estipuladas otras medidas, como 

se observa en la Tabla 1, aquí la CNRR estipuló el proyecto y las medidas relacionadas con este.  

Tabla 2. Programa de estrategia de rehabilitación psicosocial comunitaria 

Segunda medida. Programa de estrategia de rehabilitación psicosocial comunitaria 

Proyecto. Acciones aprobadas por la CNRR 

 

 

1. Garantía del acceso 

general al derecho de la salud 

de los habitantes de la zona 
de influencia de la ATCC.      

Creación de un centro de salud en el corregimiento de la India que preste 

servicios del primer nivel de atención o de baja complejidad en salud a los 

habitantes de las zonas de influencia de la ATCC. 

Dotación con personal (médico permanente, enfermera, dos auxiliares de 
enfermería y un promotor de salud). 

Dotación de materiales, medicamentos y equipos de salud garantizando atención 

permanente y oportuna.  

Programas de salud con jornadas de salud sexual y reproductiva, planificación 

familiar y brigadas de salud con especialistas. 

 

2. Proyecto de estrategia 

general comunitaria de 

rehabilitación psicosocial.  

 

Implementación de una estrategia de rehabilitación comunitaria que comprenda 

como mínimo: un médico y una dupla psicosocial en la India, y una dupla móvil 

en el área de influencia de la ATCC. 

 

 

 

3. Proyecto de garantía de la 

atención especial para 

víctimas directas del 
conflicto armado.  

 

Implementación de programas especiales para víctimas del conflicto armado que 

brinden en atención psicológica, clínica, psicosocial y comunitaria, individual, 

familiar, grupal; y con enfoque diferencial para mujeres, niños, jóvenes y adultos 

mayores, para tramitar los impactos de las violaciones de los derechos humanos 
enunciados como daños por los usuarios y la comunidad urbana y rural. 
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4. Proyecto de rehabilitación 
para personas con adicciones 

a la droga.  

 

 

 
La estrategia de rehabilitación psicosocial y médica.  

Fuente: elaboración propia con base en la información contenida en el PRC ATCC y (CNRR, 

2008) 

Tercera medida. Restitución del trabajo campesino y del medioambiente: es una propuesta 

que tiene como objetivo reparar derechos como a la propiedad, al desarrollo económico, al trabajo, 

al medioambiente y a la dignidad (CNRR, 2008). En esa medida se establecen proyectos como la 

creación de granjas, escuelas y otros proyectos productivos mediante los cuales los campesinos 

puedan estabilizar su economía. Del mismo modo, se establece un proyecto agroforestal con 

coadministración de la ATCC y demás acciones que se presentan en la Tabla 3.  

Tabla 3. Programa de restitución del trabajo campesino y del medioambiente 

Tercera medida. Restitución del trabajo campesino y del medioambiente 

Proyecto 

 

Acciones aprobadas por la CNRR 

 

 

1.  Ambiente proyecto 
finca integral campesina 

 

Elaboración de la planificación predial. 
Diseño, construcción y adecuación de obras de infraestructura para servicios de 

docencia y extensión para las explotaciones pecuarias, el manejo de la postcosecha, 

almacenamiento de herramientas e insumos.  

Poner en marcha los cultivos agrícolas, forestales, la parte pecuaria y la social-

pedagógica. 

Comercialización de los productos a la comunidad con precios justos.  

Asistencia y acompañamiento agropecuario y administrativo. 

Asimismo, se planteó realizar: capacitación, análisis de los costos de producción, 

precios justos y diseño del plan de administración y comercialización.   

 

2.  Proyecto Colegios 

Técnicos Agropecuarios 

 

Poner en funcionamiento y dotación el Colegio Técnico Agropecuario. De tal manera 

que pueda asumir los retos de la vocación agropecuaria de la región y permita a los 

jóvenes contrarrestar los efectos de los cultivos ilicitos de la región.  
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3.  Proyecto agroforestal  

 

Proyecto de coadministración de Parque Regional Natural y Reserva Forestal entre 
la ATCC y CAS. 

Proyecto de gestiones ambientales para la socialización del área de reserva y difusión 

de pedagogía ambiental (se efectuó una primera etapa en el 2011) 

Proyecto de reforestación para subsanar el daño ambiental y agroforestal como 

alternativa productiva. 

Proyecto de manejo de residuos sólidos, producción y comercialización de alimentos 

orgánicos (Manos limpias y a Universidad Santo Tomás)  

 

 

4.  Proyecto de estrategia 

integral contra el 

narcotráfico 

 

Persecución, captura y judicialización de los actores armados y los narcotraficantes. 

Erradicación manual de cultivos ilícitos  

Ambiente Sustitución de cultivos con proyectos productivos alternativos y rentables. 

Pedagogía para el cambio de las costumbres generadas por la economía ilegal. 
Rehabilitación de drogadictos 

Reforestación. 

Recuperación. 

 

Fuente: elaboración propia con base en la información contenida en el PRC ATCC y (CNRR, 

2008) 

Cuarta medida. Fortalecimiento organizativo y recuperación de la institución: esta 

propuesta busca reivindicar derechos como a la dignidad, al buen nombre, a la participación 

política, a la propiedad, a la paz, a la libre asociación, a la comunicación, a la vida y a las garantías 

de no repetición. Para ello se tiene en cuenta que en la zona de influencia de la ATCC no se contaba 

con la presencia del Estado, y los diferentes grupos armados quisieron liderar esta zona (CNRR, 

2008). Por lo tanto, dentro de esta medida se establecen diferentes acciones como un Tribunal de 

Convivencia, medidas de protección a líderes, inclusión del plan de vida de la ATCC en los 

distintos planes de desarrollo y demás estrategias que se pueden observar en la Tabla 4. 

Tabla 4. Programa de fortalecimiento organizativo y recuperación de la institución 

Cuarta medida.  Fortalecimiento organizativo y recuperación de la institución 

Proyecto Acciones aprobadas por la CNRR 

 

1. Proyecto de fortalecimiento 

organizativo. 

 
Fortalecimiento del Tribunal de Convivencia con jueces de paz y conciliadores 

con equidad. 

Capacitación en exigibilidad de derechos y planeación para la ATCC y 

organizaciones desplazadas, víctimas, jóvenes, mujeres, adultos mayores, 

afrodescendientes, etc. 

Medidas de protección colectiva para líderes y socios de la ATCC.  



 

 

78 

 

 

 

2. Proyecto de recuperación de 

la institucionalidad. 

 

Inclusión del plan de vida de la ATCC en los planes de desarrollo municipales.  
Difusión del trabajo de la ATCC entre la fuerza pública. 

Creación del municipio del Carare y corregimiento de La Pedregosa. 

Reintegración comunitaria. 

Reconciliación. 

Garantías de no repetición a través de la persecución a los grupos ilegales, la 

transparencia en la fuerza pública y el monitoreo constante de los DD. HH en la 

región. 

Presencia institucional permanente en su integridad de jueces de paz. 

 

Fuente: elaboración propia con base en la información contenida en el PRC ATCC y (CNRR, 

2008) 

Quinta medida. Restitución de bienes y servicios colectivos: esta propuesta pretende 

reivindicar derechos como a la vida, a la educación, a la participación, a la integridad personal, a 

la movilidad y al medioambiente (CNRR, 2008). De esta surgen cuatro proyectos principales, a 

saber: la Casa Campesina y tiendas comunitarias, la carretera y energía eléctrica, la reconstrucción 

de escuelas que fueron afectadas de manera directa por el conflicto armado y la recuperación de 

los caminos vecinales.   

 

Tabla 5. Programa de restitución de bienes y servicios colectivos 

Quinta medida. Restitución de bienes y servicios colectivos 

Proyecto Acciones aprobadas por la CNRR 

1. Proyecto reconstrucción y 

dotación de escuelas  

 

Reconstrucción, dotación y garantía de docentes de 15 escuelas de diferentes 

veredas que fueron afectadas por el conflicto armado. 

 

2. Proyecto Casa Campesina 
y tienda comunitaria. 

 

 

Restauración de la Casa Campesina de la vereda La Pedregosa (Sucre), 
específicamente, la terminación y adecuación del segundo piso.  

Creación de las tiendas comunitarias de la ATCC. 

 

3. Proyecto vía y 

electrificación de La 

Pedregosa 

 

Culminación de la carretera desde el sitio conocido como La Ye hasta La Pedregosa, 

con todas sus obras como las canaletas, los puentes y las alcantarillas. 
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4. Recuperación de caminos 
vecinales  

 

Reconstrucción y desminado humanitario de los caminos vecinales y las zonas 
donde se cree que fueron sembradas minas antipersonales o donde fue abandonada 

munición sin explotar. 

 

Fuente: elaboración propia de acuerdo con la información contenida en el PRC ATCC y (CNRR, 

2008). 

Sexta medida. Corresponsabilidad de otros Estados: esta propuesta es contemplada en la 

mayoría de los planes de reparación como un proceso de gestión pública, con la finalidad de 

articular los programas, proyectos y recursos para reparar a las víctimas del conflicto armado. Esta 

fue aprobada por la CNRR con el propósito de reparar derechos como a la paz, a la autonomía, a 

la independencia y a la autodeterminación de los pueblos (CNRR, 2008). Por lo tanto, en el PRC 

a la ATCC (CNRR, 2008) esta última medida queda estipulada de la siguiente manera: 

Tabla 6. Programa de corresponsabilidad de otros Estados 

 

Sexta medida. Corresponsabilidad de otros Estados 

 

Proyecto  Acciones aprobadas por la CNRR  

 

 

1. Proyecto de correspondencia de 
otros Estados 

 

 

 

 

Investigación de la participación de empresas, organizaciones y gobiernos 

en el conflicto armado colombiano. 
Programa de becas de educación superior a jóvenes del Carare en los 

países involucrados. 

Cofinanciación de la reparación colectiva.  

 

Fuente: elaboración propia con base en la información contenida en el PRC ATCC y (CNRR, 

2008) 

10.4 Objetivo 2. Avances, percepciones y FODA del proceso de reparación colectiva en la 

ATCC 

10.4.1 Avances en la implementación del Plan Integral de Reparación Colectiva en la 

ATCC por parte de la UARIV 

La Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas (UARIV) ha presentado 

informes de los diferentes procesos de reparación colectiva que se llevan a cabo a nivel nacional. 
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Se evidenció que hay avances mínimos en los planes de reparación colectiva que se adelantaban 

por parte de la CNRR con los planes piloto, los cuales fueron construidos por los mismos sujetos 

de reparación colectiva, a partir de los daños causados por el conflicto armado y los derechos a 

reivindicar.   

Parra efectos de la investigación se solicitó ante la UARIV un informe del proceso de reparación 

colectiva que se ha adelantado en la ATCC. La unidad manifestó que no continúo el trabajo con la 

asociación en las mismas medidas y acciones que se daban desde la comisión, sino que tomó el 

caso del sujeto e inició la ruta de reparación colectiva de acuerdo con lo dispuesto por la Ley 1448 

de 2011, esto es, con la fases de identificación, de alistamiento, de diagnóstico y de formulación 

del PIRC, la cual tiene como objetivo reparar los daños ocasionados en el marco del conflicto 

armado, desde la perspectiva política, material y simbólica. 

De igual modo, la UARIV estableció que el día 27 de junio de 2019 se desarrolló la revisión 

del Plan de Reparación Integral Colectiva de la ATCC, donde se concertó un plan de mejora con 

el sujeto colectivo. Para lo cual se tuvo en cuenta que el PIRC a la ATCC “contiene 104 acciones 

de las cuales solo han sido implementadas 6 acciones de medidas a satisfacción”, garantías de no 

repetición y restitución que contribuyen a la reparación de los daños colectivos, lo que se debe “a 

la poca articulación por parte de las entidades del SNARIV”.  

De las acciones del proceso de reparación, cabe anotar que la UARIV ha implementado a 

satisfacción las siguientes:  

1. Una estrategia de comunicación a través de la construcción de una página web de 

la ATCC. 

2. Se ha fortalecido la preservación de la memoria de la ATCC, a través de la 

preparación y el diseño de las herramientas previamente establecidas con la 

organización y dentro las cuales se diseñaron estrategias tales como [las 

siguientes]:  

i) Un programa de radio (guiones radiales para la emisora comunitaria de la 

ATCC). 

ii) Una obra de teatro.  
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iii) Un disco de memoria. 

iv) Diagnóstico para la recuperación de archivo. 

v) Un libro donde se recoge la memoria del proceso de resistencia civil de la 

ATCC. 

3. Se fortaleció el Colegio Técnico Agropecuario de la India “INSAI” como espacio 

para el fomento y la transferencia de tecnología y conocimientos a través de la 

implementación de una “Finca Integral Campesina”. 

4. Se fortalecieron las fincas campesinas de los asociados de la ATCC con proyectos 

productivos para la generación de ingreso. 

5. Se dotaron las escuelas con elementos necesarios para el mejoramiento del 

mobiliario.  

6. Se hizo entrega de maquinaria agrícola por parte de la gobernación de Santander. 

(UARIV, 2019, p. 3) 

La UARIV mencionó que la construcción de los planes piloto estuvo a cargo de la CNRR, quien 

diseñó y presentó el Programa Institucional de Reparación Colectiva al Gobierno Nacional, que a 

su vez lo integró al Plan Nacional de Reparación Integral de Víctimas y a la ruta de reparación, y 

facultó a la unidad para que iniciara los procesos de reparación colectiva, a partir de los 

sistematizados en los planes piloto ya trabajados con las comunidades (UARIV, 2019).  

Igualmente, la unidad articuló los diferentes nodos que hacen parte del SNARIV como el ICBF, 

la Fiscalía General de la Nación, las alcaldías, la gobernación, la Acción Social (hoy Departamento 

para la Prosperidad Social, DPS), la Defensoría del Pueblo y la Procuraduría. Lo anterior con el 

fin de garantizar los derechos de la población acorde con las funciones de cada una de las 

instituciones, y, asimismo, para lograr restablecer las relaciones de confianza con la comunidad 

(UARIV, 2019).  

Finalmente, en el derecho de petición instaurado ante la UARIV se preguntó si existe una 

evaluación de resultados para el proceso de implementación de reparación colectiva a la ATCC. 

Puesto que, la vigencia de la Ley 1448 de 2011 es de 10 años, es decir, hasta el 2021, y solo existe 

un término aproximado de dos años para cumplir de manera efectiva y eficaz cada una de las 
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medidas y acciones correspondientes al Plan de Reparación Colectiva en la ATCC. En respuesta 

la UARIV señaló:  

[Que] la unidad cuenta con un programa de seguimiento marcando así un avance de 

implementación del 5,76 % en más de 6 años, lo que demostró una dificultad en la ejecución, 

debido a que las medidas eran responsabilidad de otras entidades del SNARIV, que no 

respondía con la implementación, lo que conllevó a la reestructuración del mismo. (UARIV, 

2019, p. 12) 

10.4.2 Percepciones de las víctimas miembros de la ATCC sobre el proceso de reparación 

colectiva 

Dentro del proceso de reparación colectiva, las víctimas del conflicto armado juegan un papel 

trascendental, pues, a partir del diagnóstico de los daños sufridos y las violaciones a los DD. HH 

y DIH se establece un plan de reparación, el cual es creado y socializado por la ATCC, y aprobado 

—en este caso— en primera instancia por la CNRR con la llegada de la Ley 1448 de 2011 por la 

UARIV. Por esta razón, es fundamental la perspectiva de los líderes de la ATCC y de las demás 

víctimas que hacen parte del proceso de reparación colectiva. Igualmente, es menester saber si 

estas se sienten reparadas de manera integral, dado que el trabajo se ha realizado con la CNRR con 

base en la Ley 975 de 2005 hasta la fecha.  

Es así que mediante la conformación de un grupo focal y de las entrevistas realizadas, se logró 

analizar cada una de las medidas y acciones aprobadas por la CNRR, que luego fueron en su 

mayoría aprobadas por la UARIV. Lo anterior, con el objetivo de escuchar a los participantes del 

proceso y, a su vez, verificar si se ha dado cumplimiento a cada medida —de manera total o parcial—

, o si, por el contrario, no se han implementado hasta la fecha.  

Para el caso de la medida 1, programa de construcción de una cultura de paz y dignificación de 

las víctimas, se evidenció que la medida no ha sido satisfecha en su totalidad, pues solo un 30 % 

de las acciones han sido cumplidas. Dentro de las acciones satisfechas se encuentran:   

• La entrega de cartillas en las escuelas del área de influencia de la ATCC.  
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• La creación y administración de la página web. Al respecto, cabe resaltar que el grupo focal 

aclaró que, aunque esta acción se encuentra satisfecha porque sí se creó la página web con 

ayuda de la Universidad Santo Tomás y la UARIV, en estos momentos no existe el recurso 

para su administración.  

• La reconstrucción de la memoria histórica, para lo cual se realizó un libro denominado “El 

orden desarmado. La resistencia de la Asociación de Trabajadores Campesinos del Carare 

(ATCC)”.  

• Se realizó un vivero en la Corcovada.  

• Construcción de un obelisco en la Zarca y un mural en la Casa Campesina de La Pedregosa. 

• Memoria Histórica publicará un CD con las canciones de intérpretes locales sobre la violencia 

y la paz, y un video documental sobre el proceso. 

Una vez fue analizada la primera medida y sus correspondientes acciones, el grupo focal señaló 

como puntos importantes a resaltar dos acciones con respecto a la educación en las escuelas, que 

tanto la UARIV como las instituciones que hacen parte de SNARIV deben tener en cuenta para 

satisfacer este derecho fundamental. En primera instancia reiteraron que no cuentan con los 

docentes necesarios en las escuelas, y los que hay muchas veces no son de la zona o de municipios 

cercanos; así, por la distancia estos pierden interés y piden ser trasladados a otro municipio, de 

modo que los niños se quedan durante meses sin profesores, por lo cual hay vulneración del 

derecho fundamental a la educación. Por otra parte, el grupo focal expresó que para otorgar las 

becas a los jóvenes bachilleres, las entidades territoriales y las universidades deben vincular a la 

asociación para poder cumplir con la medida de reparación.  

Para el caso de la medida 2, programa de estrategia de rehabilitación psicosocial comunitaria, 

se evidenció que esta no ha sido satisfecha en su totalidad, pues, aproximadamente, solo el 20 % 

de las acciones han sido cumplidas. Dentro de las acciones satisfechas se encuentran:   

• Programas de salud con jornadas de salud sexual y reproductiva, planificación familiar y 

brigada de salud con especialistas. El grupo focal manifestó que se realizó una actividad en 

la cual se capacitó a los docentes para que estos hicieran la réplica a los estudiantes, 
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Igualmente, brindaron material didáctico para que los docentes lo utilizaran en las clases 

con los estudiantes.  

Una vez se estudió la segunda medida, el grupo focal señaló que si bien es cierto la comunidad 

del área de influencia de la ATCC ha recibido servicio psicosocial por parte del batallón, tambien 

lo es que esta no cuenta como medida y acción de reparación por no encontrarse concertada con 

la ATCC. Igualmente, mencionan que la implementación del programa especial en atención de 

psicología clínica, psicosocial y comunitaria e individual, familiar y para adultos mayores ha sido 

agendada por la UARIV, por medio del programa Entrelazando, para realizarla.  

Para el caso de la medida 3, restitución del trabajo campesino y del medioambiente, se evidenció 

que la medida no ha sido satisfecha en su totalidad, pues, aproximadamente, solo el 75 % de las 

acciones han sido cumplidas. Dentro de las acciones satisfechas se encuentran:   

• Asistencia y acompañamiento agropecuario y administrativo. Este proyecto se ha hecho dos 

veces, donde se contrató a dos ingenieros para realizar la asistencia en toda el área de influencia 

de la ATCC, en compañía de las Naciones Unidas, por el cual 100 familias se vieron 

beneficiadas.  

• A la fecha se realiza la capacitación sobre el análisis de los costos de producción, precios justos 

y diseño del plan de administración y comercialización. Se evidenció que hay un avance de un 

25 %.  

• Proyecto de gestiones ambientales para la socialización del área de reserva y difusión 

pedagógica ambiental, realizado por la CAS, mediante la entrega de folletos. 

• Proyecto de reforestación para subsanar el daño ambiental. La CAS, a través de la ATCC, ha 

entregado plantas de reforestación a la comunidad.  

• Proyecto de manejo de residuos sólidos y comercialización de alimentos orgánicos. Para lo 

cual se efectuó una actividad: en el año 2011 se realizó un proyecto de educación ambiental 

por parte de la CAS, con un presupuesto de diez (10 000 000 00) millones de pesos.  

• Persecución, captura y judicialización de los actores y los narcotraficantes. 

Al revisar las acciones de la tercera medida, el grupo focal indicó que no han podido realizar la 

Planificación Predial, dado que los predios se encuentran en Ley segunda de 1959, por lo tanto, 
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solicitan a la UARIV el apoyo mediante la gestión y articulación con las entidades competentes 

para que pueda efectuarse. Aunado a ello, señalaron que la UARIV tiene contemplado apoyarlos 

y reforzar la vía de comercialización de los productos, pero hasta el momento no se ha dado.   

Igualmente, y de acuerdo con el proyecto de los Colegios Técnicos y Agropecuarios, expresaron 

que se aprobó y se concertó un presupuesto de ciento cincuenta y cinco millones de pesos ($ 155 

000 000 00), pero a la fecha esto no se ha llevado a cabo y no se sabe si lo van a implementar. 

Además, señalaron que el rector del colegio es quien tiene la información.  

Con respecto al proyecto de la coadministración del Parque Regional Natural y Reserva Forestal 

entre la ATCC y la Corporación Autónoma de Santander (CAS), el grupo focal mencionó que 

recibieron una carta de la CAS donde esta manifestó que no tienen el recurso económico para 

realizar la coadministración.  

Finalmente, el grupo focal estableció que, si bien es cierto que varias veces se ha realizado la 

erradicación manual de los cultivos ilícitos, a la fecha no existe satisfacción al 100 %, puesto que 

todavía existen este tipo de cultivos en la zona.  

Por otra parte, para el caso de la medida 4, de fortalecimiento organizativo y recuperación de la 

institución, se evidencia que la medida no ha sido satisfecha en su totalidad, debido a que, 

aproximadamente, el 50 % de las acciones no han sido cumplidas. Dentro de las acciones 

satisfechas se encuentran:   

• Medidas de protección colectiva para líderes y socios de la ATCC, quienes han recibido 

subsidio de transporte, monitoreo por parte de la Policía Nacional, la DIJÍN y la Unidad 

Nacional de Protección, sobre todo en la época de mayor riesgo para los líderes.  

• Difusión del trabajo de la ATCC entre la fuerza pública.  

• Reintegración comunitaria y reconciliación. 

• Garantías de no repetición a través de la persecución de los grupos ilegales, transparencia en 

la fuerza pública y monitoreo constante de los DD. HH en la región. 

Una vez fueron revisadas las acciones de la cuarta medida, el grupo focal señaló que se debe 

dejar claridad respecto a la acción denominada capacitación en exigibilidad de derechos y 
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planeación de la ATCC y las organizaciones desplazadas, víctimas, jóvenes, mujeres, adultos 

mayores, afrodescendientes, etc., dado que se han realizado capacitaciones, pero no como medida 

de reparación colectiva. Igualmente, con la medida de fortalecimiento del Tribunal de Convivencia 

con jueces de paz y conciliadores con equidad, puesto que, se presentó el listado de los líderes ante 

la gobernación de Santander y la UARIV para que realicen el diplomado en jueces en equidad, y 

estos aún están a la espera de la convocatoria del curso.  

Finalmente, en este punto cabe anotar que una de las acciones contempladas más importantes 

es la inclusión del plan de vida de la ATCC en los planes de desarrollo en los municipios con 

influencia de la ATCC. Al respecto, se tiene que hasta la fecha se hizo la propuesta a cada ente 

territorial, pero los municipios no lo han incluido. 

Para el caso de la medida 5, de restitución de bienes y servicios colectivos, se evidenció que la 

esta no ha sido satisfecha en su totalidad, pues, aproximadamente, solo se ha dado el 80 % del 

cumplimiento de esta. Dentro de las acciones satisfechas se encuentran: 

• La reconstrucción, dotación y garantía de docentes de 15 escuelas de diferentes veredas 

afectadas por el conflicto armado. Al respecto, se anotó que, aunque esta medida se 

encuentra firmada a satisfacción, en muchas ocasiones los docentes solo trabajan unos 

meses al año y luego piden traslado, de modo que se vulnera el derecho a la educación de 

los alumnos. 

• La creación de las tiendas de la ATCC. El Ministerio de Trabajo y la UARIV han cumplido 

con el recurso para crearlas, pero existió falta de organización de la ATCC y el operador. 

Se debe resaltar que esta se acondicionó de acuerdo con lo deseado por el operador.  

• La culminación de la carretera desde el sitio conocido como La Ye hasta La Pedregosa, con 

todas sus obras como las canaletas, los puentes y las alcantarillas. El grupo focal señaló que 

se encuentra el acta a satisfacción firmada por algunos líderes de la ATCC, pero solo se 

hizo una pequeña inversión por parte del alcalde de Sucre, mas no la acción completa. 

Una vez fueron revisadas las acciones de la cuarta medida, el grupo focal señaló que no se hizo 

la restauración de la Casa Campesina de la vereda La Pedregosa (Sucre), específicamente, la 

terminación.  
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Finalmente, es de suma importancia lo mencionado por el grupo focal con respecto a la acción 

denominada reconstrucción y desminado humanitario de los caminos vecinales y las zonas donde 

se cree fueron sembradas las minas antipersonales o fue abandonada munición sin explorar, a 

saber, que esta acción se ha realizado de manera parcial, dado que se capacitó a los líderes de la 

ATCC sobre el cuidado que se debe tener, pero no se realizó el desminado de la zona de influencia 

de la ATCC. Además, el grupo focal señaló que solicitó al Ejército Nacional realizar el desminado 

de la vereda de Campoalegre, La Pedregosa, Carares y La Caoba, mas no se hizo el desminado en 

todas las zonas del área de influencia aun cuando han solicitado en varias ocasiones el desminado 

de estas. 

Para el caso de la medida 6, de correspondencia de otros Estados, se tiene que esta se incluyó 

en el plan de reparación de la ATCC contemplado por la CNRR, pero una vez se revisó la 

documentación de la UARIV se evidenció que no se encuentra dentro de las establecidas por la 

unidad. Igualmente, dentro del grupo focal se preguntó a los participantes por cada acción 

contemplada en esta medida y señalaron no tener conocimiento sobre si se ha adelantado alguna 

gestión al respecto y qué le corresponde a la UARIV. 

Una vez fueron revisadas todas las medidas y cada una de las acciones contempladas dentro de 

Plan de Reparación Colectiva aprobado para la ATCC, el grupo focal resaltó que no todos los 

proyectos que realicen en la zona de influencia de la asociación deben ser tomados como medidas 

y acciones de cumplimiento al plan de reparación de la organización, pues muchos de ellos puede 

que sean competencia funcional de las entidades territoriales, a quienes les corresponde ejecutarlas 

de acuerdo con su plan de desarrollo, como sucede en cualquier municipio. Por lo tanto, no se 

deben tomar todas las obras y actividades realizadas como reparación, sino aquellas que tengan 

una concertación previa con la ATCC en articulación con la UARIV, y que a la vez se constituyan 

como medidas y acciones de reparación colectiva. 

Aunado a lo anterior, el grupo focal señaló que el desarrollo de emprendimientos productivos 

que se adelanta en la India con productos como la papaya, la yuca, entre otros, ha sido una iniciativa 

de emprendimiento de la ATCC, pero de manera individual, los cuales implementaron la mejor 

dispensa agrícola en Santander. Estos no sustituyen los cultivos ilícitos, por el contrario, son una 
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iniciativa que ha gestionado la ATCC. También mencionaron que para que exista una sustitución 

de cultivos ilícitos por emprendimientos productivos el Estado debe brindar apoyo, pero en el caso 

de la ATCC no se cuenta con este acompañamiento estatal.  

En relación al acompañamiento institucional que realiza la UARIV y el Comité Ejecutivo del 

SNARIV, cabe anotar que, aunque la unidad tiene el compromiso y la responsabilidad con cada 

uno de los sujetos de reparación, y ha trabajado conjuntamente con la ATCC para garantizar el 

cumplimiento de las medidas y las acciones acordadas en el PIRC —al mantener un diálogo 

continuo para cumplir las metas propuestas (UARIV, 2019)—, las víctimas de la ATCC sienten el 

abandono por parte del Estado. Puesto que, pese a la construcción del plan de vida dentro del 

proceso de reparación colectiva, el Estado no le ha dado cumplimiento a este y no existe 

articulación entre las entidades que permita la realización del plan, de lo cual resulta la 

revictimización de las víctimas al no poder implementar su PIRC5. 

En el momento que a nosotros por ejemplo, nos invitan a cientos de reuniones, en el cual, 

nosotros dejamos de producir para el ingreso familiar, para llegar nuevamente acá para 

llegar con las manos vacías a la comunidad, nos sentimos revictimizados porque no hemos 

cumplido nuestro objetivo. (Grupo focal, Comunicación personal, 23 de septiembre de 

2019)  

10.4.3 Fortalezas, oportunidades, debilidades y amenazas experimentados en el proceso de 

reparación colectiva en la ATCC 

La FODA es una herramienta de estudio cuyo objetivo es identificar y analizar las fortalezas y 

debilidades desde la parte interna de una organización, así como también las oportunidades y 

amenazas vistas de acuerdo con la condiciones, agentes y circunstancias externas de esta. De modo 

que el análisis FODA es aplicable a cualquier organización que tenga como finalidad fortalecer el 

desarrollo y la ejecución de la planeación formal de algún proyecto o proceso. Por ello al 

                                                

5 Grupo focal líderes ATCC, Bucaramanga (Santander), 23 de septiembre de 2019. 
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implementar esta herramienta deben estar presentes los líderes y responsables en la toma de 

decisiones, con el fin de establecer el procedimiento para la elaboración del diagnóstico de la 

FODA (Gobierno Abierto, 2017). 

En ese sentido, el análisis FODA aplicado al grupo focal de los líderes de la ATCC se constituyó 

como el instrumento para conocer las condiciones reales del proceso de reparación colectiva, y 

para establecer la base sobre la cual se pueden determinar los posibles riesgos y retos del proceso 

de reparación colectiva, teniendo en cuenta que la Ley 1448 de 2011 culmina su vigencia en el año 

2021. 

Por esta razón, se realizó una evaluación de las circunstancias fuertes y débiles del proceso de 

reparación colectiva en la ATCC, donde se especificaron los conceptos a cada uno de los 

participantes. En primera medida se evaluaron las acciones internas dentro de las fortalezas y las 

debilidades, la primera referida a las acciones en la organización que permiten ejecutar el proceso 

de reparación colectiva de la ATCC de manera eficiente y eficaz; y la segunda como la revisión 

de las carencias o deficiencias que constituyen obstáculos para el cumplimiento de las metas 

planteadas. En segunda medida las circunstancias externas como las oportunidades que, aunque 

dependen de factores externos, son favorables para la asociación. Finalmente, las amenazas que 

son los eventos que resultan adversos y ponen el riesgo el proceso de reparación colectiva en la 

ATCC (Gobierno Abierto, 2017).   

Es necesario resaltar que antes de realizar la FODA, el grupo focal revisó cada una de las 

medidas y acciones del proceso de reparación colectiva, con la finalidad de establecer cuáles se 

cumplieron a satisfacción, cuáles se encuentran en proceso de implementación y de cuáles no se 

ha efectuado ninguna actividad. Lo anterior se realizó para poder recordar cada una de las medidas 

y acciones del proceso y así proceder a establecer la FODA.   

Los participantes del grupo focal evaluaron el proceso de reparación colectiva en la ATCC, en 

cada uno de los ítems que componen la FODA, donde, de manera general, señalaron cada una de 

las circunstancias, y luego realizaron un filtro para escoger las más importantes.  
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Figura 3. Análisis FODA para el proceso de reparación colectiva de la ATCC 

Fuente: elaboración propia con base en la información suministrada por el grupo focal ATCC 

Al analizar la FODA que se realizó con el grupo focal de la ATCC se evidenció que existe un 

Plan de Reparación Colectiva realizado por la asociación, y aprobado en primera medida por la 

CNRR. Con la llegada de la UARIV se llevaron a cabo algunas modificaciones, pero en general 

se mantuvieron la mayoría de las medidas y acciones. Al respecto, la organización aclaró que no 

cuenta con los recursos suficientes para gestionar cada uno de los proyectos contemplados; 

igualmente, señaló que con la llegada de la UARIV, desde el año 2011 no existe articulación entre 

las diferentes instituciones que conforman el Sistema Nacional de Atención y Reparación Integral 

a las Víctimas (SNARIV), cuyo comité ejecutivo tiene por finalidad del diseño, la gestión y la 

disposición de recursos para las víctimas.  

Acorde a ello, consideraron que la mayor amenaza es la vigencia de la Ley 1448 de 2011, pues 

el término estipulado es de 10 años, es decir, hasta el 2021, y las medidas y acciones aprobadas no 
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han sido satisfechas en su totalidad. Asimismo, expusieron su preocupación por la solicitud de la 

UARIV a priorizar los proyectos, dado que solo cuentan con dos años, por consiguiente, un alto 

porcentaje de medidas sin ejecutar. 

También el grupo focal señaló que en varias oportunidades han cerrado medidas a satisfacción 

cuando verdaderamente no se han cumplido, debido a la desorganización de los líderes y a la falta 

de comunicación entre ellos. La asociación indicó como debilidad la falta de herramientas 

tecnológicas que permitan desarrollar actividades establecidas dentro del proceso de reparación 

colectiva; y, por otra parte, resaltaron la oportunidad de ser reconocidos a nivel nacional e 

internacional y tener aliados como las ONG, universidades, el SENA, e instituciones 

gubernamentales y privadas que aportan al proceso de reparación. 

En cuanto a la respuesta del derecho de petición radicado con No. 20196290907182 el 8 de 

agosto de 2019 instaurado a la UARIV sobre las fortalezas, oportunidades, debilidades y amenazas 

(FODA) del proceso de reparación colectiva que se adelanta en la ATCC, la unidad informó: 

Como fortaleza el trabajo desde la unidad está encaminado a que sean planes integrales de 

reparación colectiva concertados con los sujetos, que garanticen la participación de las 

víctimas en el proceso de formulación y aprobación de los proyectos incluidos como 

medidas de reparación, que a su vez permite fortalecer las organizaciones para que tengan 

una mayor incidencia social.  

La mayor oportunidad de la ATCC es que el sujeto tiene toda la voluntad de avanzar, lo 

que facilita el proceso de implementación de las medidas proyectadas en el PIRC. 

Existen debilidades en la fase de formulación de los Planes de Reparación Colectiva tanto 

territoriales como nacionales, relacionados con la falta de articulación de las entidades 

responsables de las medidas que se aprueban en los PIRC. Con la expedición de la 

Resolución 03143 de 2018 se busca dar solución a esta falla, y poder así, desde la unidad 

poder garantizar la implementación de todas las medidas acordadas en los PIRC. 

Hasta el momento no se ha presentado ninguna amenaza que impida avanzar lo que facilita 

el proceso de implementación de las medidas proyectadas en el PIRC. (UARIV, 2019, p.1) 
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En este sentido, se evidenció que existe coherencia entre lo señalado por la ATCC y la UARIV 

con respecto a la falta de articulación de las entidades responsables de la gestión y disposición de 

recursos. Sumado a ello, se halla la irresponsabilidad de los funcionarios en la no verificación de 

la disponibilidad presupuestal, en cada una de las entidades gubernamentales y entes territoriales.  

Asimismo, respecto a la formulación del Plan de Reparación Colectiva, que es una de las fases 

del proceso, la UARIV ha contemplado como debilidad, y el grupo focal también señaló el mismo 

tema al mencionar que existieron falencias en el proceso de formulación, debido a que no se 

estableció un límite presupuestal, por el contrario, se permitió que realizaran el plan de reparación 

conforme a lo que deseaban.  

Cuando iniciamos a interlocutar con la comisión, uno de los pioneros dijo, piensen cómo 

se sienten ustedes reparados, pero sin dejar de lado que hay cosas que son responsabilidad 

del gobierno como tal, que eso debe entrar dentro de un plan de desarrollo del municipio y 

del departamento, que reparamos las afectaciones que haya hecho el conflicto. Entonces 

frente a eso nosotros iniciamos a mirar unas afectaciones que el conflicto hizo la región 

como por ejemplo en escuelas, en salud, en educación, en vías, pero no visionando que ese 

plan de reparación iba a ser un plan de desarrollo, entonces no hubo una limitante de 

recursos. Piensen cómo se sienten reparados integralmente, entonces nosotros hicimos todo 

el Plan de Reparación Colectiva. Buscamos aliados estratégicos para montar el proyecto, 

pero después que montar el plan dijeron que miren que esa plata, que eso valía la mitad del 

presupuesto de la nación, y todos los días ese plan ha venido en detrimento. (Grupo focal, 

comunicación personal, 23 de septiembre de 2019). 

La formulación del plan piloto adelantado por la CNRR fue la base para que el ordenamiento 

jurídico contemplara los artículos 151 y 152 en la Ley 1448 de 2011, y dispusiera la reparación 

colectiva como integral a las víctimas del conflicto armado. En consecuencia, se implementaron 

programas de reparación colectiva relacionados con daños ocasionados por la violación de los 

derechos colectivos, violaciones y manifiesta a los derechos individuales de los miembros de los 

colectivos, así como el impacto colectivo de los derechos individuales (Ley 1448 de 2011). 
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10.5 Objetivo 3. Aspectos y elementos que se deben tener en cuenta para que exista una 

reparación colectiva integral y eficaz en la ATCC, bajo la implementación de la Ley 

975 de 2005 y la Ley 1448 de 2011 

La Corte Interamericana de DDHH estableció como pauta rectora la reparación integral o 

restitutio in integrum, la cual es un “imperativo, al punto de ser considerada una norma ius cogens, 

es decir, los Estados tienen la obligación de garantizar los derechos a las víctimas y reparar de 

manera integral incluso en procesos de justicia transicional”. La reparación integral es un derecho 

que tienen todas las víctimas afectadas de manera indirecta o directa, incluidos los grupos y 

comunidades afectadas, que obliga tanto al Estado como al victimario a realizar “todas aquellas 

medidas necesarias para devolverle a la víctima la posición en la que se encontraba antes de los 

hechos constitutivos de violaciones a los derechos humanos transicional” (Barrera, 2017, p. 71). 

Es así que existen diferentes concepciones de la reparación integral donde convergen diferentes 

autores como Alterini y López Cabana (1995) como se citó en Gómez y Naclares (2017), quienes 

plantearon: 

[Que] la reparación integral consiste en una aspiración de máxima que indica que debe 

repararse todo el daño jurídicamente resarcible. Igualmente señala que no siempre es 

posible reparar de manera integral, por lo cual los Estados deben reparar con relativa 

plenitud. (p. 64) 

Igualmente, Navia (2007) y Barros (2007) citados por Gómez y Naclares (2017) señalaron: 

[El primer autor, que la reparación] integral es el restablecimiento, tan exacto como sea 

posible, del equilibrio destruido por el daño, al ubicar a la víctima en una situación 

equivalente a la que se encontraba si el daño no hubiere ocurrido; y el segundo establece 

que la reparación integral tiene por objeto poner al demandante en la situación que se 

encontraba de no haber padecido el perjuicio ocasionado por el demandado y reparar el 

daño en toda su extensión. (p. 64) 

Por otra parte, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) ha contemplado que 

la eficacia debe guiar la implementación de las medidas de reparación, y a la vez orientar la 
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participación de las víctimas en el proceso y la ruta de reparación establecida, esto es, desde la 

etapa de diagnóstico hasta la ejecución de estas, “toda vez que la reparación debe ser diferencial, 

preferencial e integral”. Las medidas de reparación “no pueden confundirse con la asistencia 

humanitaria y satisfacción de otras necesidades por parte del Estado” (Gómez & Naclares, 2017, 

p. 66).  

La UARIV estableció como Plan Integral de Reparación Colectiva “el conjunto de acciones 

concertadas con el sujeto a reparar colectivamente, que contribuyan a la reparación integral en las 

medidas de restitución, rehabilitación, satisfacción, garantías de no repetición e indemnización en 

los componentes social, político y económico” (UARIV, 2019, p. 1) 

Por lo anterior, a partir del hecho de que tanto la CNRR como la UARIV realizaron en conjunto 

con la ATCC un trabajo de toda la ruta de reparación, donde señalaron los daños causados y las 

medidas de reparación integral al colectivo, es preciso estipular que, si bien es difícil reparar de 

manera integral porque no se puede devolver a las víctimas al estado en el cual se encontraban 

antes del perjuicio, el Estado delimita esa integralidad a la satisfacción completa, total y global del 

daño antijurídico (Gil, 2011) y repara de manera eficaz los colectivos, es decir, da cumplimiento 

a cabalidad al PIRC de la ATCC.  

Igualmente, la UARIV debe realizar un estudio de cada una de las medidas contempladas en el 

Plan de Reparación Colectiva de la ATCC para verificar cuáles de ellas no se han efectuado. Y, 

asimismo, de manera articulada con las entidades y entes territoriales que hacen parte del SNARIV 

para gestionar y disponer de los recursos para implementarlas, dado que solo quedan dos años de 

vigencia de la Ley 1448 de 2011. 

 Por otra parte, si la UARIV prioriza las medidas que se van a llevar a cabo en el término de 

dos años y las implementa de manera efectiva, no puede solicitar a la ATCC el cierre a satisfacción 

de las otras que no se han efectuado. La unidad debe hacer, en el año 2021, un empalme con la 

nueva institución que entre a reemplazarla, con el objetivo de dar continuidad al proceso de 

reparación que se adelanta y no retroceder al tener la nueva instancia que realizar la ruta de 

reparación desde el inicio, tal y como se efectuó entre la CNRR y la UARIV, y por lo cual se 

perdieron años de trabajo y de reparación efectiva. 
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Para que exista una reparación integral y eficaz se deben implementar a cabalidad las medidas 

y acciones completas. Por ejemplo, para la construcción museo casa y sede de la comunidad de la 

ATCC, la UARIV no solo debe gestionar los diseños y planos ante la administración municipal, 

sino que también debe garantizar la construcción de esta así como lo contempla la medida. Al 

respecto, los miembros del grupo focal señalaron que la unidad solo les entregará el material para 

la construcción, pero no la mano de obra para construir la infraestructura. 

Por lo tanto se puede decir que existen algunas acciones dentro de las medidas que se han 

realizado al tener en cuenta que dentro de los planes de desarrollo departamentales o municipales 

se encuentran establecidos, pero ello no quiere decir que la medida se encuentre satisfecha, toda 

vez que el Estado debe efectuar sus obligaciones con la comunidad, y debe existir una concertación 

previa entre la ATCC, la UARIV y la entidad estatal o ente territorial que quiera gestionar y 

satisfacer una medida de reparación colectiva.  

11 Reflexiones finales  

En Colombia, la reparación colectiva contemplada en la Ley 795 de 2005 se orientó hacia 

procesos de reconstrucción psicosocial de las poblaciones afectadas por la violencia del conflicto 

armado. Es así que mediante la creación de la CNRR se implementó el programa encaminado a 

recuperar la institucionalidad propia del Estado social de derecho y a reivindicar los derechos 

vulnerados a las víctimas del conflicto armado, de acuerdo con los daños causados por los grupos 

armados.  

Por otra parte, se debe anotar que la Ley 1448 de 2011 y los Decretos Ley 4633, 4634 y 4635 

de 2011, en el marco del proceso de justicia transicional, establecen la reparación colectiva como 

el conjunto de medidas administrativas que permiten el reconocimiento de los daños causados a 

las víctimas del conflicto armado. Ello, con el fin de contribuir a su reparación desde los 

componentes políticos, materiales y simbólicos, a través de las medidas de restitución, 

indemnización, rehabilitación, satisfacción y garantías de no repetición. 

En este contexto, el trabajo que se ha expuesto deja como primer aporte el esfuerzo realizado 

por la CNRR en adelantar el plan piloto, así como la identificación de los principales daños y 
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perjuicios ocasionados a la ATCC por los grupos armados; y la realización, socialización y 

aprobación del Plan de Reparación Colectiva para ser implementado en el marco de la Ley 1448 

de 2011 y de la justicia transicional. Igualmente, cabe resaltar el trabajo adelantado por la unidad 

por implementar el PIRC de la ATCC que, pese a que no se ha efectuado de manera completa, la 

UARIV tiene el compromiso y la responsabilidad de garantizar la implementación de cada una de 

las medidas y las acciones, para lo cual designó funcionarios que mantienen un diálogo constante 

con la asociación.  

Igualmente, se vislumbra que la CNRR tuvo un avance significativo en la mejora de las 

condiciones de vida de la ATCC, acciones que se adelantaron con las fases implementadas en el 

proceso de reparación colectiva, y que finalmente se estipularon en el Plan de Reparación 

Colectiva de la ATCC. Asimismo, la CNRR realizó un enfoque diferencial y apoyó procesos 

paralelos como los mínimos vitales que llevo a cabo la USAID y la OIM; también se reconstruyó 

la Memoria Histórica de la ATCC mediante el libro “El orden desarmado. La resistencia de la 

Asociación de Trabajadores Campesinos del Carare (ATCC)”. 

El objetivo de los programas de reparación colectiva es el acompañamiento por parte del Estado, 

así como de entidades departamentales y municipales para garantizar el restablecimiento integral 

de los derechos a las comunidades, y a cada uno de los miembros el mínimo vital para ellos y sus 

familias. Además de tener como finalidad el restablecimiento de la dignidad colectiva e individual 

de los integrantes del grupo. 

El primer acercamiento que se tuvo con la ATCC para efectos de esta investigación ocurrió en 

la India corregimiento del municipio de Landázuri, con algunos líderes de la asociación que en 

primera instancia manifestaron que estaban un poco cansados de los investigadores que hacían 

parte de las universidades, que realizaban entrevistas y nunca les enviaban el documento (libro, 

artículo o tesis) final que habían realizado. También expresaron que les gustaría que los 

profesionales que quisieran trabajar con ellos aportaran conocimiento para que verdaderamente se 

llevara a cabo el proceso de reparación, dado que existían muchas falencias y no se sentían 

reparados completamente.  
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Por otra parte, esta investigación encontró que, a pesar de que la CNRR desarrolló un proceso 

piloto relevante de reparación colectiva con la ATCC, la implementación de este —como lo señaló 

la UARIV— se ha efectuado en 5,76 %, un porcentaje no representativo después de ocho años de 

vigencia de la Ley 1448 de 2011 y la creación de la unidad. Por lo tanto, el colectivo siente que no 

ha sido reparado de manera integral, y no está satisfecho porque no existe una medida completa 

que se haya cerrado a satisfacción de la ATCC, tal y como se observó en el análisis de cada una 

de las medidas y acciones del PIRC realizado mediante el grupo focal. Aunado a ello, el grupo 

focal mencionó que si la reparación se diera de manera integral, la UARIV no debería solicitar que 

se prioricen y se escojan las medidas que se considera tienen una posibilidad de ser implementadas, 

pue solo se cuentan con dos años de vigencia de la ley6 referida. 

Se encontró que la UARIV asumió la mayoría de medidas y acciones aprobadas por la comisión, 

excepto lo correspondiente a toda la medida 6 (correspondencia de otros Estados) dispuesta por la 

CNRR, mediante la cual se establecen acciones como la investigación de la participación de 

empresas, organizaciones y gobiernos en el conflicto armado colombiano, el programa de becas 

de educación superior a jóvenes del Carare en los países involucrados y la cofinanciación de la 

reparación colectiva, de la cual los miembros de la ATCC señalaron —en el grupo focal— que no 

tienen conocimiento de estas acciones. Asimismo, se tiene que en las medidas del PIRC a la ATCC 

establecidas por la UARIV tampoco se encuentran contempladas.  

En esta investigación también se encontró que para que exista una reparación integral y eficaz 

se deben implementar las medidas estipuladas en el PIRC, dado que las víctimas miembros de la 

ATCC son revictimizadas al no poder implementar su Plan de Reparación Colectiva de manera 

integral o completa. Al respecto, se evidenció que la unidad ha avanzado poco durante más de 

ocho años en la implementación de los proyectos, debido a que las medidas también son 

responsabilidad de las entidades que conforman el SNARIV. 

                                                

6 Grupo focal líderes ATCC, Bucaramanga (Santander), 23 de septiembre de 2019. 
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El análisis realizado del proceso de reparación colectiva en la ATCC deja en evidencia la falta 

de monitoreo y evaluación constante por parte de las entidades estatales, lo cual es lo que permite 

revisar y reorganizar de manera efectiva el cumplimiento de los proyectos y las medidas 

contempladas en el plan de reparación, que se encuentran ligados al goce y disfrute de los derechos 

humanos. Por tanto, la mayor amenaza que se encontró en el análisis FODA con el grupo focal fue 

la solicitud realizada por la unidad, mediante la cual se solicitó a la ATCC reducir y verificar cuáles 

son las medidas principales a implementar porque se cuenta con poco tiempo (dada la vigencia de 

la ley) para cumplir con las que fueron aprobadas inicialmente.  

A partir de lo expuesto se puede concluir que el marco normativo que corresponde a los 

derechos de las víctimas del conflicto armado y de reparación de estas es muy amplio. Este supera 

el alcance de los deberes y recursos con los cuales cuentan las instituciones gubernamentales y las 

entidades territoriales, por lo cual se presenta una brecha sustancial que no permite la efectiva 

reparación entre los diferentes nodos que hacen parte del proceso de reparación colectiva en la 

ATCC, por falta de articulación presupuestal en estas, lo cual se configura como la principal 

debilidad en el proceso de reparación colectiva en la ATCC.  

También se pudo percibir que aunque el ordenamiento jurídico colombiano contemple la 

reparación integral a las víctimas del conflicto armado, y a su vez implemente de manera efectiva 

las medidas de reparación estipuladas en los PIRC, debido al daño psicológico y psicosocial 

efectuado a las víctimas, estas piensan que quizá nunca se van sentir reparadas de manera integral, 

toda vez que la causa del daño ocasiona un sufrimiento que persiste en ellas.  

Por ello, las entidades gubernamentales tienen una gran responsabilidad y la obligación de 

estudiar cada una de las propuestas de reparación colectiva y establecer de forma articulada con 

las demás entidades y entes territoriales el presupuesto para la implementación de estas. No pueden 

seguir presentándose estos hechos de irresponsabilidad de los funcionarios estatales por no 

aterrizar presupuestalmente cada uno de los proyectos. También, es obligación de los entes 

territoriales incluir los PIRC en los planes de desarrollo de los municipios vinculados, pues hacen 

parte del SNARIV y son responsables de la reparación integral colectiva del sujeto; por lo tanto, 
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se hace un llamado a los municipios de El Peñón, Sucre, Bolívar, Cimitarra, La Belleza y Landázuri 

para que incluyan dentro de su plan de desarrollo el PIRC de la ATCC.  

Cabe resaltar que el seguimiento, la evaluación y el monitoreo de la implementación y ejecución 

de los Planes de Reparación Colectiva están a cargo de la Unidad Administrativa Especial para la 

Atención y Reparación Integral a las Víctimas, como se dispuso en el Decreto 1084 de 2015. Pero, 

en caso de incumplimiento reiterado e injustificado a cargo de las entidades, la unidad compulsará 

copias a la Comisión de Seguimiento y Monitoreo para su competencia y hacer más efectiva la 

intervención de las entidades del SNARIV, responsables de la reparación integral colectiva del 

sujeto (Decreto 1084 de 2015). 

Así, es importante anotar que las políticas de reparación colectiva deben ser acorde con las 

políticas económicas del Estado, y se deben plantear de manera sostenible en el tiempo o a largo 

plazo para garantizar una implementación integral y eficaz, y así cumplir cada uno de los PIRC 

establecidos por las entidades estatales, de lo contrario, los PIRC perderán su vigencia. También 

es relevante señalar que los procesos de reparación a las víctimas del conflicto armado no pueden 

polarizarse políticamente con intereses particulares; así como que la inclusión del proyecto de vida 

de la ATCC en los municipios de influencia fue aprobada por la CNRR y debe ser estudiado para 

la posible inclusión de los municipios de la zona de influencia de la organización.   

Aunado a lo anterior, hace un llamado a la UARIV y a la fuerza pública para que estas den 

cumplimiento a la medida de protección para los líderes de la ATCC, puesto que, aunque la medida 

ha sido satisfecha, los líderes sociales son nuevamente víctimas de los grupos armados. Por lo 

tanto, se requiere que el Gobierno Nacional brinde protección oportuna y efectiva a los líderes de 

la ATCC, la cual hace parte de las medidas de reparación colectiva.  

En el caso de la erradicación de los cultivos ilícitos establecida en la medida 3, el grupo focal 

mencionó que es necesario que las autoridades correspondientes junto con la UARIV, erradiquen 

totalmente estos cultivos, como se estableció en el PIRC, dado que a la fecha existen cultivos 

ilícitos en la zona de influencia de la ATCC. Igualmente, hacen este señalamiento respecto a las 

minas antipersonales, las cuales todavía existen en la zona de influencia de la asociación; el grupo 
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focal mencionó que se ha llevado a cabo la erradicación manual, mas no es una medida satisfecha 

al 100 % por su presencia en la zona 

Finalmente, se hace un llamado a las diferentes instancias del Estado que componen el 

SNARIV, con la finalidad de que establezcan las acciones necesarias —en articulación con la 

UARIV— para que dentro del término de vigencia que le queda a la Ley 1448 de 2011 se cumplan 

las medidas de reparación que no se han efectuado. De igual modo se solicita al Congreso de la 

República que de una prórroga al término de vigencia de la ley, o en su defecto, en la creación de 

la próxima institución y ley aplicable a la reparación colectiva de víctimas, y así se permita dar 

continuidad a la implementación de los PIRC ya aprobados, y a su vez se respete la ruta de 

reparación que ha trabajado la CNRR y la unidad.  
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12 Apéndices 

Apéndice 1. Ficha técnica de lectura-Instituto de Estudios Políticos- UNAB (IEP) 

Ficha () 

Referencia bibliográfica: 

Palabras clave: 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Pág. Cita textual Comentarios 

   

   

   



 

 

102 

 

Apéndice 2. Guion preguntas orientadas entrevista semiestructurada grupo focal 

Se realizó el análisis de cada una de las medidas y acciones aprobadas por la CNRR y de la 

UARIV para establecer el cumplimiento total, parcial o el no cumplimiento de cada una de ellas a 

la fecha. 

Se realizó con el grupo focal la FODA para establecer las fortalezas, oportunidades, debilidades 

y amenazas del proceso de reparación colectiva.  

Entrevista semiestructurada  

¿Qué derechos sienten que se les han reivindicado o restablecido con la reparación colectiva? 

 
¿Cuántas medidas y acciones ha reparado la unidad? 
¿Se sienten reparados colectivamente de manera integral por parte del Estado? 
¿Se sienten satisfechos con el proceso de reparación? 
¿Han sentido abandono por parte del Estado? 
¿Se sienten revictimizados por parte del Estado? 
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Apéndice 3. Guion preguntas orientadas entrevista semiestructurada de historia y 

proceso de reparación a líderes de la ATCC  

 
Historia de la ATCC  
 
¿Desde qué época llegaron los grupos armados y hasta cuándo la presión de ellos en la zona? 

¿Cuáles eran las exigencias de los grupos armados y cuáles las consecuencias si no obedecían? 

¿Cómo nace la ATCC? 

¿Por qué nace la ATCC? 

¿Quiénes conforman la ATCC? 

¿De qué delitos fueron víctimas?  

¿Todas las personas que conforman la ATCC son víctimas o existen algunas que hacen parte de 

la ATCC, pero no son víctimas?  

¿Existieron líderes asesinados, en que época y quiénes fueron responsables?  

¿Cómo resistieron a la violencia? 

¿Cómo empiezan ustedes con ese proceso de paz en la zona con los grupos armados? 

¿Qué le exigió la ATCC a los grupos armados? 

¿En qué época mataron a los líderes, a cuántos y por qué? 

¿Qué es la llamada ley del silencio y brazos arriba? 

¿De que vivían los miembros de la ATCC? 

¿Los grupos armados tenían alguna clase de presencia en la economía y desarrollo de la ATCC?  

¿Cómo llega el Estado a respaldar a la ATCC? ¿Cómo llega la comisión y la unidad a respaldar 

la ATCC con el proceso de reparación?  

¿Me hizo el comentario de que ustedes realizaron un verdadero proceso de paz, cómo fue eso? 

… 

¿Cómo llega la comisión y la unidad a respaldar la ATCC con el proceso de reparación?  

¿Qué derechos solicitaban que se reivindicaran, o cuáles eran sus reivindicaciones? 

¿Cuántas personas conforman la ATCC actualmente, o son las mismas desde que se fundó? 

¿Cómo se da lo del Premio Nobel de Paz en la ATCC? 

 

Proceso de Reparación Colectiva a la ATCC 

¿La Ley 975 fue expedida en el 2005, a partir de cuándo inicia el proceso de reparación en la 

ATCC? 

¿Cuántas medidas y acciones contemplaron en el plan de reparación con la comisión? 

¿Qué planteaba la comisión a la ATCC en el proceso piloto para la reparación colectiva?  

¿Qué problemas se presentaron al momento en que la comisión estudiaba la aprobación de las 

medidas de reparación colectiva? 
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¿Todas las personas pertenecientes a la ATCC fueron reconocidas como víctimas del proceso 

de reparación colectiva? 

¿Fueron aprobadas por la comisión todas las medidas y acciones presentadas? 

¿Qué instituciones han participado en el proceso de reparación y en qué acciones y medidas?  

¿Existió reconocimiento con enfoque diferencial de afrodescendientes? 

Con la llegada de la Ley 1448 de 2011 de las medidas y acciones planteadas ¿cuáles acciones 

ha realizado la unidad y en acompañamiento de cuáles entidades? 

¿Hay alguna medida que se haya realizado de manera completa y a satisfacción de la ATCC?  

¿La unidad continúo trabajando bajo la propuesta presentada y aprobada por la comisión? 

¿Existen medidas y acciones que la unidad señala imposibles de ejecutar?, ¿cuáles son? 

¿Han descartado o cambiado alguna medida y acción sin satisfacción por parte de la ATCC? 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

105 

 

 

Apéndice 4. Guion preguntas orientadas entrevista semiestructurada a exfuncionario 

CNRR. 

Proceso de Reparación Colectiva a la ATCC por parte de la CNRR 

¿Cuáles fueron las fases del proceso de reparación colectiva desde 2005? 

¿Cómo se dio esa primera etapa o plan piloto? 

¿Existió partición de las entidades territoriales?, ¿de cuáles y en qué proyectos?  

¿Cuáles fueron los primeros proyectos que se realizaron?  

¿Estos proyectos se realizaron completos, se cumplieron a cabalidad?  

¿Cómo se efectuó la segunda etapa del proceso? 

¿Cómo fue la socialización de las medidas y acciones en esa segunda etapa? 

¿Se realizó alguna actividad de reconocimiento de enfoque diferencial afrodescendiente y qué 

se planteó? 

¿En materia institucional qué gestiones se realizaron? 

¿Qué gestiones se realizaron y en qué medida? 

¿Qué instituciones participaron en las acciones que se plantearon para garantizar los mínimos 

vitales? 

¿Cuáles fueron las acciones que se realizaron en los mínimos vitales y cuáles se efectuaron  

¿Hasta cuándo fue el acompañamiento de la comisión? 

¿Cómo se da lo del Premio Nobel de Paz en la ATCC? 
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Apéndice 5. Formato consentimiento informado 

 
Consentimiento informado 

 
I. Introducción 

 

Título del proyecto de investigación: Análisis del Proceso de Reparación Colectiva a víctimas 

del conflicto armado en la Asociación de Trabajadores Campesinos del Carare ATCC, en el 

departamento de Santander 2005-2018.  

Maestría Políticas Públicas y Desarrollo UNAB 

Centro al que pertenece el proyecto: Instituto de Estudios Políticos, Universidad Autónoma de 

Bucaramanga. 

Investigador principal: Angélica María Carreño Rodríguez 

Teléfono:                                     Correo electrónico: XXXXXXXXXXXXXX 

 

II. Generalidades del proyecto de investigación 

 

Objetivos:  

Objetivo general 

Identificar cómo puede fortalecerse el proceso de reparación colectiva en la ATCC, en aras de 

incrementar su grado de satisfacción frente a la reparación implementada por el Estado. 

 

Objetivos específicos 

 

1. Describir cómo se ha efectuado el proceso de reparación colectiva en víctimas de la ATCC 

del departamento de Santander a partir de 2005. 

2. Identificar cuáles han sido las debilidades, oportunidades, fortalezas y amenazas 

experimentados en el proceso de reparación colectiva en víctimas de la ATCC del 

departamento de Santander.    

3. Establecer qué aspectos y elementos deben tenerse en cuenta para que exista una reparación 

colectiva, integral y eficaz en las víctimas de la Asociación de Trabajadores Campesinos 

del Carare ATCC del departamento de Santander, bajo la implementación de la Ley 975 

de 2005 y la Ley 1448 de 2011.  
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Descripción breve del estudio: se analizará el proceso de reparación colectiva en las víctimas 

de la ATCC del departamento de Santander con la finalidad de identificar cómo se puede fortalecer 

y cuáles son las debilidades en el proceso. 

Procedimientos del estudio: 

Se realizará en primera medida una visita a la India corregimiento de Cimitarra con la finalidad de 

conocer a los miembros de la ATCC, en segunda medida se realizarán entrevistas 

semiestructuradas a diferentes miembros de la ATCC y finalmente un grupo focal con la finalidad 

de identificar las debilidades, oportunidades, fortalezas y amenazas experimentados en el proceso 

de reparación colectiva. Igualmente, entrevistará a un responsable del proceso de reparación 

colectiva quien fue funcionario de la CNRR y realizó el acompañamiento en todo el proceso 

mientras existió la omisión. 

 

Riesgos y beneficios:  

Los participantes autorizan para que la información obtenida durante las entrevistas, los grupos 

focales, la caracterización y las reuniones, se utilice exclusivamente con los fines de proyecto de 

tesis, de escribir un artículo y/o un libro al respecto, en donde se podrá utilizar la información con 

los nombres de los intervinientes. En caso de ser información personal será confidencial, salvo 

expresa autorización de la persona beneficiaria. No existen riesgos relacionados a la participación 

en el proceso. Los participantes también autorizan le sean tomadas fotos como evidencia del grupo 

focal que se realiza y estas puedan ser utilizadas. 

 

Costos: participar en el proyecto no tiene ningún costo, el transporte y viáticos serán financiados 

por Angélica María Carreño Rodríguez.   

 

III. Requerimientos 

 

Confidencialidad: la investigadora tiene el compromiso, la responsabilidad y la obligación de 

tratar como confidencial toda la información obtenida durante el desarrollo del proyecto. Esta 

únicamente puede ser discutida con personas directamente implicadas en el proceso de 

investigación. En los artículos realizados se mantendrá el anonimato de las personas que 

participan, salvo expresa voluntad de ellas de ser identificadas, para lo cual marcaran sí o no en la 

última parte adjunto con la firma.  

Participación voluntaria y retiro del mismo: la participación en las actividades es 

completamente voluntaria y nadie está obligado a responder algo que no considere adecuado.     

Las participantes pueden retirarse del proyecto en cualquier etapa del mismo si así lo desean.  

 

IV. Consentimiento de participación en la investigación 
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Yo he leído, escuchado y comprendido el propósito de este estudio, los procedimientos que serán 

implementados, los riesgos y beneficios asociados con mi inclusión en el estudio y la naturaleza 

confidencial de la información que será recolectada y revelada durante el estudio. He tenido la 

oportunidad de resolver mis dudas acerca del estudio y estas han sido resueltas satisfactoriamente.  

 

Yo, quien firma, acepto participar en este estudio y autorizo la recolección y utilización de mi 

información personal como se indica en este formato de consentimiento informado. 

 

Entiendo que una copia de esta ficha me será entregada y que yo puedo pedir información sobre 

mis resultados contactando a Angélica María Carreño Rodríguez al siguiente teléfono 

xxxxxxxxxx o al correo electrónico XXXXXXXXXXX previamente autorizado. 

 

Se firma, a los 18 días del mes de septiembre de 2019. 

 

 

Nombre del participante: 

Cédula de ciudadanía No: 

Puede ser identificado en el trabajo.     sí                  no 

Teléfono: 

Correo electrónico: 

 

Nombre de la persona que obtiene el consentimiento: 

 

 

 

ANGÉLICA MARÍA CARREÑO RODRÍGUEZ 

C.C.  

Estudiante Maestría Políticas Públicas y Desarrollo  

Universidad Autónoma de Bucaramanga UNAB 

Tel. XXXXXXXXXX 
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